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ACCIÓN POPULAR

Actora: FUNDACIÓN PARA LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES Y BIENES PÚBLICOS, LOS INTERESES DIFUSOS Y EL MEDIO AMBIENTE – PROTEGER
Se decide la impugnación interpuesta por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones contra la sentencia de 3 de noviembre de 2005, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (Sección 4, Subsección B) estimó las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. La Demanda

El 3 de septiembre de 2003 la FUNDACIÓN PARA LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES Y BIENES PÚBLICOS, LOS INTERESES DIFUSOS Y EL MEDIO AMBIENTE – PROTEGER, mediante apoderado judicial, entabló acción popular contra el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, la Comisión Nacional de Televisión, Caracol Televisión S.A., RCN Televisión S.A., TV CIUDAD LTDA y LA CASA EDITORIAL EL TIEMPO  para reclamar protección de los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, a la moralidad administrativa, al acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública y  los derechos de los consumidores y usuarios, que estimó vulnerados por la falta de acceso que las personas con limitaciones auditivas tienen al servicio público de televisión. 

1.1. Hechos

Manifiesta la demandante que la población con discapacidad auditiva no tiene acceso al servicio público de televisión. 

Afirma que RCN TELEVISIÓN S.A., CARACOL TELEVISIÓN S.A. y  TV CIUDAD LTDA emiten programas televisivos sin sistemas técnicos que permitan, mediante lenguaje de señas o subtítulos, que las personas con limitación auditiva accedan a los servicios de televisión y que se les garantice el derecho a la información.

Sostiene que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, han incumplido con lo dispuesto en los artículos 13 de la Constitución Política, 4° de la Ley 324 de 1996
, y 66 y  67 de la Ley 361 de 1998
, pues no han adoptado las medidas necesarias para garantizarle a la población audio discapacitada el derecho a la información.

Indicó que la Resolución 1080 de 2002
 (5 de agosto) no protege los derechos de las personas sordas, pues sólo garantiza que ésta población tenga acceso a una porción ínfima de la programación televisiva.
2.  Pretensiones
La actora solicita que se hagan las siguientes declaraciones y condenas:

“1. Se establezca la vulneración a la moralidad administrativa por parte de los demandados, NACIÓN – MINISTERIO DE COMUNICACIONES – COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN.

2. Se establezca la vulneración por parte de RCN TELEVISIÓN S.A., TV CIUDAD LTDA y CARACOL TELEVISIÓN S.A., de los derechos colectivos y fundamentales a la igualdad e información, por no tener la población con discapacidad auditiva un verdadero acceso a la infraestructura, la educación y la cultura que brindan a toda la población en general.

Y en consecuencia, para que cese la vulneración de tales derechos, se solicita:

3. Que se ordene a las demandadas, NACIÓN – MINISTERIO DE COMUNICACIONES – COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN, garantizar el acceso a la población con discapacidad auditiva, al servicio público de televisión, sea éste prestado por el Estado o por sus concesionarios, tendiendo en cuenta las obligaciones establecidas en la Ley y la Constitución en materia de acceso a la información a la población con discapacidad auditiva.

4. Que se ordene a las compañías RCN TELEVISIÓN S.A., TV CIUDAD LTDA y CARACOL TELEVISIÓN S.A., realizar todas las construcciones, estructuras y adaptaciones necesarias que garanticen el acceso físico al conocimiento de la información televisiva, ajustado a lo exigido por la ley para las personas con discapacidades físicas auditivas, con el fin de que se de cumplimiento a lo estipulado en la norma violada con respecto al tema, dándose así una accesibilidad completa a la población en general, sobre el conocimiento de la información que emiten, en ejercicio del  servicio de comunicaciones.

5. Que se condene a los demandados al pago de las costas y multas que ordena la ley.

6. Que se ordene a los demandados al pago, a favor de la demandante, del incentivo previsto en la Ley 472 de 1998, arts 39 y 40.”

3.
  LA CONTESTACIÓN

3.1. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones se opuso a las pretensiones de la demanda.

Manifestó que mediante la Resolución 1080 de 2002 (5 de agosto) fijó “los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda”, por lo que no ha violado los derechos colectivos invocados.

3.2. TV CIUDAD se opuso a las pretensiones de la demanda y solicitó que fueran denegadas.

Sostuvo que existe falta de legitimación en la causa por pasiva, habida cuenta de que no es una entidad prestadora del servicio de televisión, sino una productora de televisión.

Indicó que los programas que produce son emitidos por la CASA EDITORIAL EL TIEMPO S.A., a través de su canal local, Citytv.

Manifestó que desde marzo de 2003, algunos de los programas que produce cuentan con la sistematización necesaria para ser disfrutados por personas audio discapacitadas. 
3.3. La Comisión Nacional de Televisión (en adelante CNTV), se opuso a lo pretendido en la demanda, pues manifestó que ha realizado varias gestiones encaminadas a garantizar el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión.

Informó que expidió el Acuerdo 005 de 2003
 (13 de marzo), mediante el cual definió y reglamentó los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio de televisión.

Destacó que en la elaboración del Proyecto que culminó con la expedición del Acuerdo 005 de 2003 participaron el Instituto Nacional para Sordos y la Federación Nacional de Sordos de Colombia, por lo que la comunidad que se presume afectada por la falta de subtítulos o lenguaje de señas en la televisión, no puede alegar que no han sido tenida en cuenta. 

Manifestó que mediante Resolución 802 de 2003 (24 de octubre), determinó las fechas a partir de las cuales debían implementarse los sistemas que permiten el acceso de personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión.

Indicó que para la vigencia de 2003, aprobó y financió los proyectos presentados por los canales regionales Teve Andina, Tele Caribe, Tele Pacífico, Tele Antioquia y Tele Café, con el fin de que adquirieran tecnología closed caption y off line.

3.4. RCN TELEVISIÓN se opuso a las pretensiones de la demanda.

Sostuvo que no viola los derechos colectivos invocados, pues periódicamente incorpora títulos en sus programas.

Manifestó que la jurisdicción competente para conocer del presente asunto es la ordinaria, habida cuenta de que es una entidad de carácter particular.

Indicó que emite el noticiero con subtitulación y consideró exagerado que el demandante pretenda que la totalidad de programas del canal se emitan con subtítulos.

3.5. CARACOL TELEVISIÓN se opuso a las pretensiones de la demanda y solicitó que fueran desestimadas.

Informó que cuenta con la tecnología closed caption, que permite que se observen subtítulos en algunos de sus programas.

Manifestó que no es responsable por la falta de reglamentación de las normas sobre protección a la población audio discapacitada.

3.6. CASA EDITORIAL EL TIEMPO se opuso a las pretensiones de la demanda y manifestó que no ha violado derechos colectivos.

Manifestó que emite programas, a través de Citytv, con sistemas que garantizan el acceso al servicio de televisión por parte de los discapacitados auditivos.

Indicó que con la expedición de la Resolución 1080 de 2002, proferida por el Ministerio de Comunicaciones, y el Acuerdo 5 de 2003 y la Resolución 802 de 2003, expedidos por la Comisión Nacional de Televisión, se  superó el hecho que motivó la demanda.
4.  LA AUDIENCIA DE PACTO DE CUMPLIMIENTO

Tuvo lugar el 15 de febrero de 2005 con asistencia del representante de la FUNDACIÓN PROTEGER, del Procurador Tercero Judicial, y de los apoderados de CARACOL S.A., de RCN TELEVISIÓN S.A., de la CASA EDITORIAL EL TIEMPO, del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y de la Comisión Nacional de Televisión. 
Los apoderados de las entidades demandadas propusieron incrementar gradualmente las franjas de programación a las que tiene acceso la población audio discapacitada, a fin de que cubrir el 100% de las mismas, en un plazo de 18 años para CASA EDITORIAL EL TIEMPO y 12 años para CARACOL TELEVISIÓN y RCN TELEVISIÓN. 

Por su parte, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, se comprometieron a expedir los actos administrativos necesarios para consignar las propuestas a las que se comprometieran los operadores.
Sin embargo, la audiencia se declaró fallida por cuanto el actor no acogió el proyecto de pacto de cumplimiento, habida cuenta de que los plazos fijados en el mismo los consideró muy extensos  para que pudieran protegerse efectivamente los derechos colectivos invocados.
5.  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

5.1. La actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda.

Manifestó que el servicio público de televisión no se presta en condiciones de igualdad.

Afirmó que las Resoluciones 1080 de 2002 y 802 de 2003, y el Acuerdo 005 de 2003, no garantizan una prestación adecuada del servicio de televisión, pues únicamente  aseguran que el 5% de la programación  sea apta para la población que sufre de deficiencias auditivas.

Considera que las entidades demandadas han ignorado que la población audio discapacitada tiene derecho a la información y a la igualdad.

5.2. La Comisión Nacional de Televisión reiteró los argumentos expuestos en la contestación.

Agregó que es competente para regular el servicio público de televisión y promover la competencia y la eficiencia en la prestación del servicio.

Manifestó, de conformidad con lo establecido en el artículo 67
 de la Ley 361 de 1997
, que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones es el ente encargado de establecer cuáles programas deben disponer de servicios de intérpretes o letras.

Afirmó que al expedir la Resolución 802 de 2003 y del Acuerdo 005 de 2003, cumplió con sus obligaciones legales, pues determinó los mecanismos técnicos y operativos que debían cumplir los operadores de televisión, para incluir en los programas que determinara el Ministerio, el sistema de subtitulación o lenguaje de manual.

5.3. CARACOL TV manifestó que cuenta con un sistema “closed caption”, el cual, si bien posee deficiencias, permite a la población audio discapacitada tener acceso al servicio de televisión.

Afirmó que cumple con las normas constitucionales, legales y reglamentarias que regulan el servicio de televisión.

Indicó que mediante la Ley 982 de 2005
, el Congreso estableció una nueva normatividad, tendiente a consagrar mayores oportunidades parar las personas sordas y sordo-ciegas.

5.4. RCN TELEVISIÓN reiteró los argumentos expuestos en la contestación y manifestó que no se probó la violación de derechos colectivos.

Sostuvo que emite programas con subtitulación, lenguaje de señas o texto escondido, y que las razones por las que la población sorda no consigue acceder a ellos, le son ajenas.

Indicó que la Comisión Nacional de Televisión y  el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones son los responsables del deficiente cubrimiento, pues no han expedido reglamentación más garantista para con los discapacitados auditivos.

5.5. CASA EDITORIAL EL TIEMPO reiteró los argumentos expuestos en la contestación.

Manifestó que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión son responsables de que exista una reglamentación deficiente y que no se garanticen los derechos de la comunidad audio discapacitada, al acceso al servicio de televisión.

Insistió en que no ha violado derechos colectivos.

5.6. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones presentó sus alegatos de conclusión extemporáneamente.

5.7. TV CIUDAD guardó silencio.
II.  LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca estimó las pretensiones de la demanda, pues consideró que se violaron los derechos colectivos de los consumidores y usuarios, ya que  no se han adoptado las medidas que efectivamente aseguren a  la población audio discapacitada el derecho de acceso efectivo al servicio público de la televisión y, por su conducto, a la información.
Afirmó que la Resolución 1080 de 2002, expedida por el Ministerio de Comunicaciones, y el Acuerdo 5 de 2003 y la Resolución 802 de 2003, expedidos por la Comisión Nacional de Televisión, reglamentaron de manera ineficiente las Leyes 324 de 1996
 y 361 de 1997
, pues no garantizaron eficazmente los derechos de los consumidores del servicio de televisión que tienen discapacidad auditiva.

Sostuvo que si bien los actos administrativos gozaban de presunción de legalidad, debían ser modificados, a la luz de los criterios de periodicidad, calidad, oportunidad y variedad,  en aras de garantizar un mayor acceso a la televisión a la población sorda. 

Dispuso en la parte resolutiva de la sentencia:

“1° Protéjanse los derechos colectivos a la información y a la libertad de elección de los consumidores y usuarios del servicio de televisión, con discapacidad auditiva.

2° Ordénase al Ministerio de Comunicaciones iniciar inmediatamente todos los trámites, procedimientos y estudios que correspondan para replantear las disposiciones contenidas en la Resolución 1080 de 5 de agosto de 2002, bajo los parámetros que señala esta providencia; advirtiendo que dicho proceso ha de tener una duración máxima de 6 meses, contados a partir de la ejecutoria de este proveído.

3° Conmínase al Ministerio de Comunicaciones para que dentro del mismo término perentorio y bajo iguales parámetros, publique la reglamentación pertinente para los efectos previstos en los artículos 13, 14, 16 y 17 de la Ley 982 de 2005; y realice la compilación de las normas que permiten a las personas con limitaciones, acceder a los servicios de comunicación.

4° Ordénase a la Comisión Nacional de Televisión adelantar las mismas gestiones respecto del Acuerdo 005 de 13 de marzo de 2003 y la Resolución 802 de 24 de octubre del mismo año, dentro del plazo previsto en el numeral segundo de esta resolución, una vez definidos los criterios aplicables a la programación de televisión para la población con discapacidad auditiva, por parte del Ministerio de Comunicaciones.

5° Para auditar el cumplimiento de la presente sentencia se integra el Comité de Verificación con las siguientes personas: el representante legal de la Fundación de los Intereses y Bienes Públicos, los intereses difusos y el medio ambiente “PROTEGER”, el señor Presidente de la Confederación Colombiana de Consumidores, el Señor Superintendente Delegado para los Derechos del Consumidor y el señor Defensor Delegado para los Derechos Colectivos y el Medio Ambiente, quien actuará como coordinador del mismo.

6° Desvincúlase del proceso a la sociedad TV Ciudad Ltda

7° Reconócese a favor de la Fundación de los Intereses y Bienes Públicos, los Intereses Difusos y el Medio Ambiente “PROTEGER”, un incentivo por valor de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, a cargo del Ministerio de Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, por partes iguales.

8° Públiquese la presente providencia en un diario de circulación nacional.

9° Dentro del mes siguiente a la ejecutoria de esta providencia, deberá el señor Defensor Delegado para los Derechos Colecticos y el Medio Ambiente, rendir el primer informe mensual sobre el cumplimiento de las órdenes aquí impartidas.”

III. LA IMPUGNACIÓN

El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones manifestó su desacuerdo con el fallo del Tribunal, pues consideró que desconoció hechos y pruebas del proceso que lo hubieran llevado a tomar una decisión en sentido contrario.

Manifestó que la orden que le impuso el Tribunal había sido cumplida con anterioridad a que se profiriera el fallo, pues el 23 de noviembre de 2005 adelantó el proyecto de contratación directa 33 de 2005, con el objetivo de seleccionar un proponente que realice una investigación de impacto, a fin de verificar el acceso que la población con limitación auditiva tiene a la información, a través de programas de la televisión.
Indicó que la sentencia se entromete en la facultad reglamentaria discrecional del  Ministerio, pues fijó un marco teórico de criterios de periodicidad, calidad, oportunidad y variedad, al que el Ministerio debía atenerse al momento de expedir la nueva reglamentación.

Sostuvo que no debió habérsele ordenado compilar la normatividad que regula el acceso a la televisión de los discapacitados auditivos.

Afirmó que no era dable al Tribunal reconocer al actor el incentivo, habida cuenta de que éste no accedió a la fórmula que se propuso en el pacto de cumplimiento, consistente en incrementar gradualmente las franjas de programación a las que tiene acceso la población audio discapacitada, a fin de que cubrir el 100% de las mismas, en un plazo de 18 años para CASA EDITORIAL EL TIEMPO y 12 años para CARACOL TELEVISIÓN y RCN TELEVISIÓN; y porque interpuso la acción popular sin esperar a que el Ministerio determinara los programas  que deben dotarse de tecnología que permita que las personas sordas puedan acceder a un contenido de televisión.
IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

4.1. El actor reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en los alegatos de conclusión expuestos en la primera instancia.

Manifestó que los estudios a los que hace alusión el apelante no dan fe del cumplimiento de lo ordenado en la sentencia de 3 de noviembre de 2005, pues ellos se realizaron de conformidad con lo establecido en la Resolución 1080 de 2002, la cual, viola derechos colectivos.

Afirmó que su voluntad se encuentra encaminada a garantizar la eficaz protección de los derechos de las personas con discapacidad auditiva.

4.2. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones reiteró los argumentos expuestos en la impugnación de la sentencia.

4.3. La Comisión Nacional de Televisión reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda.

4.4. CARACOL TV reiteró los argumentos manifestados en la contestación de la demanda.

Agregó que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión debían expedir una reglamentación detallada para garantizar el acceso de las personas sordas a la televisión. 

Afirmó que la acción popular era improcedente, habida cuenta de que existe una reglamentación que garantiza el acceso a la televisión, de las personas con limitaciones auditivas.

4.5. RCN TV manifestó que no ha violado derechos colectivos.

Recalcó que el actor se negó a aprobar el proyecto de pacto de cumplimiento que presentaron las entidades demandadas, en virtud del cual pretendían que la población audio discapacitada tuviera acceso al 100% de la programación televisiva.

4.6. CASA EDITORIAL EL TIEMPO manifestó que la sentencia de segunda instancia no podía empeorar la situación del apelante único.

Reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y solicitó que las medidas que fueran tomadas por el ad quem tuvieran en cuenta los principios de gradualidad economía.
4.7. La Procuradora Sexta Delegada ante esta Corporación manifestó que el inicio del trámite para realizar un estudio, con el fin de determinar el acceso que tiene la población audio discapacitada a la televisión, no es garantía suficiente para inferir que cesará la violación de los derechos colectivos de los consumidores y usuarios de televisión.

Indicó que el a quo no se entrometió en las competencias que le corresponden al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, sino que fijó unos parámetros constitucionales y legales que, tras un estudio juicioso, consideró relevantes que la entidad tuviera en cuenta al momento de expedir una nueva reglamentación.
V. CONSIDERACIONES

El artículo 88 de la Constitución Política dispone:

“Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicas, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definan en ella”

En desarrollo de este precepto constitucional se expidió la Ley 472 de 1998 (25 de agosto) cuyo artículo 2° define las acciones populares así:

“Artículo 2°. Las acciones populares son los medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos. 

Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.”

Ahora, en el caso que nos ocupa, los derechos cuyo amparo se pretende son, ciertamente, derechos colectivos, contemplados en los literales a), b), h), y n) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998 y, en consecuencia, susceptibles de protección mediante la interposición de la acción popular.
5.1. La regulación constitucional del derecho a la información de las personas  audio discapacitadas.

Debe la Sala comenzar por referirse a la regulación constitucional del derecho  a la información de las personas audio discapacitadas, pues ésta ayudará a establecer los parámetros dentro de los cuales ha de garantizarse su derecho al acceso al servicio público de televisión, objetivo que prioriza el artículo 47 de la Constitución Política.
A estos efectos, resultan relevantes las consideraciones siguientes:

El artículo 13 de la Constitución Política establece que todas las personas naces libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación.

La misma disposición señala que el Estado adoptará las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados.

Por su parte, el artículo 20 de la Constitución Política garantiza a toda persona el derecho a recibir información veraz e imparcial, y el artículo 47 ibídem establece que el Estado adelantará una política de integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, prestándoles atención especializada.
En síntesis, el ordenamiento constitucional en vigor instituye una protección especial para las personas que sufren de sordera o de disminución auditiva, y les garantiza que adoptará las medidas necesarias para que puedan desarrollar su vida en condiciones de igualdad real y efectiva.

5.2. La regulación legal del derecho al acceso a la información televisiva de las personas audio discapacitadas.

En desarrollo de los preceptos fijados en la Carta Política, el legislador estableció en el artículo 4 de la Ley 324 de 1996 que el Estado garantizaría: i) que por lo menos en uno de los programas informativos diarios de audiencia nacional se incluyera traducción a la Lengua Manual Colombiana y ii) la  traducción a la Lengua Manual Colombiana de programas de interés general, cultural, recreativo, político, educativo y social.
En desarrollo de lo anterior, se estableció en el artículo 12 de la Ley 335 de 1996, que la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión debía reglamentar el servicio público de televisión, a fin de que en la televisión comercial, de interés público, social, recreativa y cultural, se incluyera el sistema de subtitulación o lenguaje manual para garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o sordas. 

Posteriormente, mediante la Ley 361 de 1997, se establecieron mecanismos de integración social de las personas con limitación y, en aras de garantizar el acceso de estas personas a las comunicaciones, en sus artículos 66 y 67 se fijó que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones, adoptaría las medidas necesarias para garantizarle a las personas con limitación el derecho a la información, y para que las emisiones televisivas en el territorio nacional dispusieran de servicios de intérpretes o letras que reprodujeran el mensaje para personas con limitación auditiva. 

A su turno, la “Convencion Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”, suscrita en la ciudad de Guatemala el 7 de junio de 1999 y aprobada mediante la Ley 762 de 2002, fijó entre sus objetivos que los Estados Parte se comprometían a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, incluidas las medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación o suministro de servicios, instalaciones, programas y actividades, tales como las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de administración.

Luego, con el fin de equiparar los derechos de las personas sordas, el legislador expidió la Ley 982 de 2005
, la cual, en su artículo 13 estableció que el Estado aseguraría a las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas el efectivo ejercicio de su derecho a la información en sus canales nacionales de televisión abierta, para lo cual implementaría la intervención de Intérpretes de Lengua de Señas, closed caption y subtítulos, en los programas informativos, documentales, culturales, educacionales y en los mensajes de las autoridades nacionales, departamentales y municipales dirigidos a la ciudadanía.
El artículo 14 de dicha ley dispuso que el Estado facilitaría a las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas el acceso a todas las ayudas técnicas necesarias para mejorar su calidad de vida, y el artículo 17 ibídem que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, garantizaría la televisión como un servicio público a los sordos y sordociegos, para lo cual establecería acuerdos colaborativos con los canales abiertos en el nivel nacional, regional, o local, tendientes a implementar las disposiciones establecidas en el artículo anterior.  
Por último, mediante la Ley 1346 de 2009, el Congreso de la República aprobó la “Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad”, adoptada por la Asamblea General de la Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006 y, respecto del derecho al acceso a la información, el artículo 21 de dicha normativa estableció que los Estados Partes adoptarían todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad pudieran ejercer el derecho a recibir información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que elijan, con arreglo a la definición del artículo 2° de la presente Convención, entre ellas:  a) Facilitando a las personas con discapacidad información dirigida al público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formato accesible y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad; b) Aceptando y facilitando la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales; c) Alentando a las entidades privadas a que presten servicios al público en general y a que proporcionen información y servicios en formatos que las personas con discapacidad puedan utilizar y a los que tengan acceso y d) Alentando a los medios de comunicación, incluidos los que suministran información a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean accesibles para las personas con discapacidad.

5.3. El Servicio Público de Televisión
El artículo 365 de la Constitución Política determinó que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y que éste tiene el deber de asegurar que su prestación sea eficiente a todos lo habitantes del territorio nacional.

En particular, respecto del servicio de televisión, el artículo 1° de la Ley 182 de 1995 definió que la televisión es un servicio público sujeto a la titularidad, reserva, control y regulación del Estado, cuya prestación corresponderá, mediante concesión, a las entidades públicas a que se refiere esta Ley, a los particulares y comunidades organizadas, en los términos del artículo 365 de la Constitución Política.
Mediante sentencia de 14 de agosto de 2008, (M.P. Mauricio Fajardo Gómez), la Sección Tercera de esta Corporación estableció:

“Así las cosas, con la aprobación de la Constitución Política de 1991 el manejo del servicio público de televisión se radicó en un ente autónomo con independencia administrativa, patrimonial y técnica, al cual posteriormente el Legislador habría de denominar “Comisión Nacional de Televisión”. En desarrollo de los preceptos constitucionales transcritos, el Legislador expidió la Ley 182 de 1995, en la cual reguló, atendiendo a las nuevas directrices constitucionales, el manejo y dirección del servicio público de televisión”

En un mismo sentido, en sentencia de 5 de mayo de 1998, (M.P. Juan de Dios Montes Hernández), la Sala Plena del Consejo de Estado determinó:
“La televisión es un servicio público que, a diferencia de otros medios de comunicación, requiere necesariamente del uso del espectro electromagnético. Por estas condiciones especiales, se encuentra sujeta a la titularidad, reserva, control, vigilancia y regulación por parte del Estado.”

En síntesis, siendo la televisión un servicio público, es posible amparar su protección como derecho colectivo, cuando su prestación no es eficiente ni oportuna, o cuando se ven conculcados los derechos de los usuarios, entre ellos los de las personas con limitaciones auditivas.

5.4. Precisión Preliminar

La Sala debe resaltar que con la presente acción popular no se pretende emitir un juicio de legalidad respecto de la Resolución 1080 de 2002, expedida por el Ministerio de Comunicaciones, y del Acuerdo 5 de 2003 y de la Resolución 802 de 2003, expedidos por la Comisión Nacional de Televisión, pues no corresponde al juez popular pronunciarse sobre la legalidad o no de actos administrativos, sino sobre la violación de los derechos colectivos.

Siguiendo esta ratio, en sentencia de 18 de mayo de 2006, (M.P.  Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta), ésta Sección determinó:
“Sobre el particular, la jurisprudencia de esta Corporación
 ha sostenido que los actos administrativos, como expresión de la acción de las autoridades públicas, también pueden ser fuente de amenaza o violación de los derechos colectivos, y que cuando ello se acredita su aplicación o ejecución puede ser suspendida con miras a proteger dichos derechos, dado que el pronunciamiento acerca de la nulidad de tales actos sólo puede ser emitido por el juez de lo contencioso administrativo.  Sin embargo, debe anotarse que el objeto de estudio del acto administrativo que origina la afectación del derecho o interés colectivo no es el mismo en la acción popular y en la acción contencioso administrativa. En efecto, mientras que en la primera se busca efectuar un análisis constitucional del interés afectado, por medio de la constatación y demostración de la afectación del derecho colectivo, en la segunda se efectúa un cotejo entre el acto administrativo y las normas que lo sustentan, lo cual no siempre implica un análisis de afectación del derecho colectivo, pues el objeto de la acción contencioso administrativa, en principio, es la defensa del principio de legalidad. En otras palabras, en la acción contencioso administrativa se efectúa el control de          legalidad del acto y, por lo tanto, puede producirse la nulidad del acto impugnado. A su turno, en la acción popular no puede decretarse la nulidad del acto porque no se define la legalidad del mismo, pero si puede suspender la ejecución o aplicación de un acto administrativo que viola o amenaza derechos e intereses colectivos.”

5.5. Caso Concreto

En el presente caso, la demandante pretende que se amparen  los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, a la moralidad administrativa, al acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública y a los derechos de los consumidores y usuarios, por la falta de acceso que las personas con limitaciones auditivas tienen al servicio público de televisión. 

Del material probatorio se destaca:

·     Copia de la Resolución 1080 de 2002 (5 de agosto) expedida por el Ministro de Comunicaciones, por la cual “se fijan los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda”. Se destaca:

“CONSIDERANDO:

 

Que el artículo 66 de la Ley 361 de 1997 dispone que el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Comunicaciones, adoptará las medidas necesarias para garantizarle a las personas con limitación auditiva el derecho a la información;

 

Que el artículo 67 de la Ley 361 de 1997 establece que las emisiones televisivas de interés cultural e informativo en el territorio nacional, deberán disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitación auditiva y que el Ministerio de Comunicaciones deberá expedir resolución que especifique los criterios para establecer los programas que están obligados por lo dispuesto en este artículo; 

 

Que la Sección Primera del Consejo de Estado, mediante providencia del 2 de marzo de 2000, determinó que la competencia del Ministerio de Comunicaciones está dirigida a fijar los criterios para establecer cuáles programas están obligados a disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitaciones auditivas;

 

Que el artículo 4° de la Ley 324 de 1996 dispone que el Estado garantizará que por lo menos en uno de los programas informativos diarios de audiencia nacional se incluya traducción de la lengua manual colombiana. De igual forma, el Estado garantizará traducción a la lengua manual colombiana de programas de interés general, cultural, recreativo, político, educativo y social;

 

Que el artículo 5° de la Ley 324 de 1996, establece que el Estado garantizará los medios económicos, logísticos de infraestructura y producción para que la comunidad sorda tenga acceso a los canales locales, regionales y nacionales de la televisión colombiana para difundir sus programas, su cultura, sus intereses, etc.;

 

Que el artículo 12 de la Ley 335 de 1996 determina que tratándose de la televisión comercial, así como en la televisión de interés público, social, recreativo y cultural, se deberá incluir el sistema de subtitulación o lenguaje manual para garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o sordas;

 

Que la Corte Constitucional, mediante sentencia  C-128 del 26 de febrero de 2002, declaró inexequible el artículo 2° de la Ley 324 de 1996 que establecía a la lengua manual colombiana como idioma propio de la comunidad sorda en el país. La inconstitucionalidad de la norma derivó exclusivamente de que el apoyo a la población sorda que se expresa en lenguaje manual no puede vulnerar la regulación constitucional de los idiomas oficiales en Colombia, ni traducirse en una discriminación contra aquellos limitados auditivos que hayan optado por la oralidad,

 

RESUELVE:

 

Artículo 1°. Objeto. La presente resolución tiene por objeto fijar los criterios para establecer qué programas de televisión están obligados a disponer de cualquiera de los sistemas de acceso a la información establecidos para la comunidad con limitación auditiva, que son: servicio de interpretación de lengua de señas, "Closed caption", o subtitulación que reproducen el mensaje para personas con este tipo de discapacidad. 

 

Artículo 2º. De la accesibilidad a la información. Como criterio fundamental para la presente reglamentación se tendrá en cuenta la accesibilidad y su relación con el derecho fundamental a la información. Este último está representado básicamente por el sistema de divulgación de noticias que tienen hoy en día los canales nacionales de televisión, por ser los de mayor ámbito de cubrimiento.

 

Artículo 3º. De la accesibilidad como garantía de difusión. La accesibilidad está ligada a la posibilidad de garantizar a las personas con limitación auditiva la difusión, a través de los canales locales, regionales y nacionales de la televisión colombiana de sus programas, su cultura y sus intereses.

 

Artículo 4º. Emisión de un noticiero diario. Los canales nacionales de operación pública y privada deberán emitir, al menos, un noticiero diario en espacios de alta sintonía, que incluya cualquiera de los sistemas de acceso a la información establecidos para la comunidad con limitación auditiva: servicio de interpretación de lengua de señas, "Closed caption", o subtitulación.

 

Artículo 5°. De las emisiones televisivas de interés cultural e informativo. Para efectos de determinar cuándo una emisión televisiva es de interés cultural e informativo, deben observarse los siguientes criterios: 

 

a) El literal b) del artículo 21 de la Ley 182 de 1995 define la televisión de interés público, social, educativo y cultural como aquella en la que la programación se orienta, en general, a satisfacer las necesidades educativas y culturales de la audiencia;

 

b) El parágrafo 1° del artículo 15 de la Ley 335 de 1996 señala que no solo serán culturales los programas producidos por entidades que están referidos a la difusión del conocimiento científico, filosófico, académico, artístico o popular, sino también aquellos cuyo contenido tenga como propósito elevar el desarrollo humano o social de los habitantes del territorio nacional o fortalecer su identidad cultural o propender por la conservación de la democracia y convivencia nacional. Los programas deportivos, recreativos de concurso o los destinados a la audiencia infantil, serán considerados culturales si sus contenidos cumplen con los requisitos establecidos en este parágrafo.

 

En concordancia con lo anterior, las emisiones televisivas de interés cultural e informativo deberán incluir cualquiera de los sistemas de acceso a la información establecidos para la comunidad con limitación auditiva: servicio de interpretación de lengua de señas, "Closed caption", o subtitulación.

 

Artículo 6º. De los eventos de interés para la comunidad. De conformidad con lo previsto en el artículo 2° del Acuerdo 003 de 2002 de la Comisión Nacional de Televisión, se entiende por eventos de interés para la comunidad: "Aquellos cuyo desarrollo interesa a todos los habitantes del territorio colombiano, por razones de identidad y representatividad nacional, cultural y social. En la transmisión de estos eventos se garantizará el pluralismo informativo, el acceso a la información y la posibilidad de contrastar distintas versiones de los sucesos".

 

Cuando la Comisión Nacional de Televisión declare un evento como de interés para la comunidad, conforme con lo previsto en los artículos 3°, 4° y 5° del Acuerdo 003 de 2002, deberán estos incluir cualquiera de los sistemas de acceso a la información establecidos para la comunidad con limitación auditiva, previstos en esta resolución. 

 

Artículo 7º. De los diversos géneros y horarios de los programas de televisión. Debido a que la población con limitación auditiva incluye todo tipo de edades, sexos, clases sociales y niveles culturales, la Comisión Nacional de Televisión deberá garantizar que los programas que se emitan con cualquiera de los sistemas de acceso a la información para personas con este tipo de discapacidad, sean de acceso masivo, es decir, que cubran diversidad de horarios.

 

De igual forma, se deberá garantizar que estos programas representen la variedad de géneros televisivos que hoy en día ofrece la televisión.

 

Teniendo en cuenta lo anterior, los operadores privados, los concesionarios de los canales Uno y A, los canales regionales y los canales locales, deberán garantizar que dentro de su programación mensual se emita por lo menos un programa de cada uno de los siguientes géneros, que incluya alguno de los sistemas de comunicación para limitados auditivos:

 

• Largometraje

 

• Programa dramatizado

 

• Programa infantil.

 

Artículo 8º. Del acceso a la publicidad por parte de la comunidad con problemas auditivos. Las campañas institucionales de publicidad en televisión sobre temas de salud, prevención y todas aquellas que involucren el desarrollo humano de la población colombiana, deberán tener por lo menos en uno de los mensajes de la campaña, alguno de los sistemas de acceso a la información para limitados auditivos.

 

Artículo 9º. De las investigaciones de impacto. Para efecto de verificar el acceso de la población con limitación auditiva a los programas estipulados en la presente resolución, el Ministerio de Comunicaciones coordinará la realización anual de una (1) investigación de impacto para comprobar la sintonía de los mismos.

 

El Ministerio de Comunicaciones informará a la Comisión Nacional de Televisión los resultados de estas investigaciones a través de un informe que contendrá el índice de sintonía alcanzado por la población con limitación auditiva en cada uno de estos programas, con el fin de que la Comisión Nacional de Televisión adopte, si es del caso, las medidas pertinentes. 

 

Artículo 10. Del control posterior. La Comisión Nacional de Televisión informará al Ministerio de Comunicaciones el cumplimiento de las normas que garantizan el derecho a la información de la población con limitación auditiva, por parte de los distintos operadores del servicio de televisión, para que el Ministerio imponga por incumplimiento, si fuere el caso, las sanciones previstas en el inciso 2 del artículo 67
 de la Ley 361 de 1997.”
 (Se resalta)
· Copia del Acuerdo 005 de 2003 (13 de marzo), expedido por la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, por el cual “definió y reglamentó los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión”. Se destaca:

“CONSIDERANDO
Que el artículo 13 de la Constitución Política consagra el derecho a la igualdad de todas las personas, señalando que recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos;

Que el artículo 20 de la Carta Política garantiza a todas las personas la libertad de recibir información veraz e imparcial;
Que el artículo 47 de la Constitución Política, impone al Estado la obligación de adelantar políticas de previsión, rehabilitación e integración social de disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos;

Que la Ley 324 de 1996, por medio de la cual se crean algunas normas a favor de la población sorda, estableció que el Estado debe garantizar que por lo menos uno de los programas de televisión informativos diarios de audiencia nacional incluya traducción a la lengua manual colombiana, así como, el acceso a los canales nacionales, regionales y locales con el fin de difundir sus programas de cultura;

Que en los pliegos de condiciones de las Licitaciones Públicas 001 y 003 de 1997 y 002 de 1998, se consagró la obligación para los concesionarios de espacios de los canales nacionales de operación pública, los canales nacionales de operación privada y los concesionarios de televisión local con ánimo de lucro, de incluir el sistema de subtitulación o lenguaje manual para garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o sordas, en el momento en que la Comisión Nacional de Televisión expidiera la reglamentación respectiva;

Que el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, mediante Sentencia del 2 de marzo de 2000
, Expediente 5290, determinó que corresponde al Ministerio de Comunicaciones especificar los criterios sobre los programas televisivos que deben incluir Closed caption o lengua manual colombiana, mientras que a la Comisión Nacional de Televisión le compete regular y definir los mecanismos técnicos que posibiliten esa labor;

Que el literal a) del artículo 12 de la Ley 182 de 1995, señala como función de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, el adoptar las medidas necesarias para desarrollar el objeto y las funciones constitucionales y legales de la entidad;

Que el Ministerio de Comunicaciones, mediante Resolución No. 01080 del 5 de agosto de 2002, fijó los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda;

Que previo el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 182 de 1995, según consta en el Diario Oficial número 44.067 de 4 de julio de 2000, la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, en su sesión del 11 de marzo de 2003, según consta en Acta número 969,
ACUERDA:
Artículo 1. El presente acuerdo tiene por objeto establecer los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión y señalar las condiciones para la implementación de dichos sistemas.

Artículo 2. El presente acuerdo se aplica a los canales locales con ánimo de lucro, regionales, nacionales de operación privada, concesionarios de espacios de televisión y a Señal Colombia.

Artículo 3. Los sistemas que permiten el acceso al servicio público de televisión a las personas con limitaciones auditivas son: lenguaje de señas, texto escondido (closed caption) y el de subtitulación, o los que se desarrollen con posterioridad para este propósito.

Lenguaje de Señas: Este sistema permite que un intérprete, mediante el lenguaje de señas o manual, traduzca de manera simultánea el contenido de la programación.

Subtitulación: Consiste en un texto grabado que transcribe los parlamentos que se emiten durante la programación, el cual se sobrepone a las imágenes que se presentan.

Texto Escondido (Closed caption): Consiste en la inclusión de textos en la pantalla del televisor, que igualmente transcriben los parlamentos del programa, pero éstos se pueden mostrar u ocultar a voluntad del televidente; adicionalmente, incluyen códigos o símbolos aceptados que identifican ruidos y características del ambiente del programa que se está emitiendo. 

Artículo 4. Los operadores y concesionarios obligados por este acuerdo a implementar los sistemas señalados, podrán utilizar cualquiera de las opciones indicadas en el artículo 3°.

Artículo 5. El texto escondido se emitirá exclusivamente por la línea 21, en fuente Arial, tamaño 12, a una velocidad razonable.
La línea 21 no se podrá utilizar para emitir publicidad, pero se podrá indicar el patrocinador del closed caption.

Artículo 6. El traductor del lenguaje de señas podrá hacer parte del set del programa, en el evento en que el formato del mismo así lo permita, o podrá sobreponerse un recuadro en la parte superior izquierda de la pantalla, recuadro que deberá cubrir el 15% de la misma.

Artículo 7. Cuando se trate de un programa extranjero y se utilice el sistema de subtitulación, se aceptará que venga determinado dentro del programa de origen. Si los programas son nacionales el concesionario u operador deberá incluir texto en fuente Arial, tamaño 12.

Artículo 8. Los concesionarios de espacios de televisión deberán establecer acuerdos entre ellos para determinar la forma de cumplir las obligaciones establecidas en la presente reglamentación; de estos acuerdos solo pueden hacer parte los concesionarios del respectivo canal. Si no llegaren a un acuerdo, la Comisión Nacional de Televisión determinará los espacios o programas que deban adoptar el sistema en cada uno de los canales de operación pública.

Artículo 9. Las campañas institucionales a que se refiere el artículo 8° de la Resolución 1080 del 5 de agosto de 2002, expedida por el Ministerio de Comunicaciones, deberán incluir alguno de los sistemas que garanticen el acceso de las personas con limitaciones auditivas. Esta obligación recae sobre las entidades o instituciones que desarrollen la campaña.

Artículo 10. Los operadores y concesionarios a quienes se les aplica el presente acuerdo deberán implementar los sistemas mencionados en la programación indicada por la Resolución 1080 del 5 de agosto de 2002, expedida por el Ministerio de Comunicaciones.
Artículo 11. Los operadores y concesionarios obligados a implementar los sistemas que garantizan el acceso de los limitados auditivos al servicio de televisión deben presentar un informe semestral a la Comisión Nacional de Televisión, en el cual señalen los programas, horarios y fechas de la programación emitida en cumplimiento de las obligaciones señaladas en el presente Acuerdo.  

Artículo 12. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.”

· Copia de la Resolución 802 de 2003 (24 de octubre), expedida por la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, “por la cual se determinan las fechas a partir de las cuales deben implementarse los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión en los diferentes géneros televisivos”. Se destaca:

“CONSIDERANDO

Que mediante Acuerdo No. 005 del 13 de marzo de 2003, la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión definió y reglamentó los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión.

Que el Ministerio de Comunicaciones, mediante Resolución No. 1080 del 5 de agoto de 2002, al fijar los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda, estableció la obligación de incluir cualquiera de dichos sistemas en por lo menos un noticiero diario en espacios de alta sintonía, en las emisiones televisivas de interés cultural e informativo, en los eventos de interés para la comunidad, en las campañas institucionales de publicidad en televisión sobre temas de salud, prevención y todas aquellas que involucren el desarrollo humano de la población, y en los largometrajes, dramatizados y programas infantiles.

Que para efectos de garantizar el cumplimiento de esta obligación por parte de los canales locales con ánimo de lucro, los regionales y nacionales de operación privada, Señal Colombia, Señal Colombia Institucional (Canal A), los concesionarios de espacios y las entidades públicas que realicen campañas institucionales en televisión sobre temas de salud, prevención y todas aquellas que involucren el desarrollo humano de la población, se hace necesario determinar las fechas a partir de las cuales, conforme al género televisivo, se deben implementar los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión.,

Que la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, en sesión del día 25 de septiembre de 2003, según consta en Acta No. 1009.

RESUELVE:

Artículo 1°. A partir del primero (1°) de enero de 2004, los canales locales con ánimo de lucro, los regionales, los nacionales de operación privada, Señal Colombia, Señal Colombia Institucional (Canal A), y los concesionarios de espacios, tendrán implementado cualquiera de los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión, por lo menos, en los siguientes géneros:

a) Un noticiero diario de alta sintonía

b) Un programa de interés cultural semanal

c) Un programa infantil mensual

d) Un programa de opinión semanal

Artículo 2°. A partir del primero (1°) de julio de 2004, los canales locales con ánimo de lucro, los regionales, los nacionales de operación privada, Señal Colombia, Señal Colombia Institucional (Canal A), y los concesionarios de espacios, tendrán implementado cualquiera de los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión, por lo menos, en los siguientes géneros: 

a) Dos programas de interés cultural a la semana

b) Cuatro programas infantiles al mes

c) Dos programas de opinión a la semana

d) Dos largometrajes y dos dramatizados al mes

Artículo 3°. A partir del primero (1°) de enero de 2004, los canales y concesionarios señalados en precedencia tendrán implementado los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión, en todos aquellos eventos declarados por la Comisión Nacional de Televisión, de interés para la comunidad.

El recuadro para la inclusión del intérprete en televisión puede ser ovalado o rectangular. El tamaño del recuadro debe ser de un noveno (1/9), ubicado a la derecha en la parte superior o inferior de la pantalla, dependiendo de la imagen presentada. La imagen del intérprete debe estar desde la cabeza hasta la cintura y espacio a los lados, para facilitar la realización de las señas.

Artículo 4°. Las entidades públicas que realicen campañas institucionales de publicidad en televisión sobre temas de salud, prevención y todas aquellas que involucren el desarrollo humano de la población, deberán incluir en, por lo menos, uno de los mensajes, cualquiera de los sistemas previstos en el Acuerdo No. 005 de 2003, a partir del 1º de enero de 2004.

Artículo 5°. La Comisión Nacional de Televisión verificará el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta resolución y conforme a las disposiciones legales y a la competencia atribuida legalmente, impondrá las sanciones a que hubiere lugar en caso de incumplimiento.”
(Se resalta)
·    Copia auténtica del contrato de concesión suscrito por los representantes de la Comisión Nacional de Televisión y de CARACOL TELEVISIÓN,  de 22 de diciembre de 1997. Se destaca:

“CLÁUSULA 1 – OBJETO: El objeto de este contrato de concesión es la entrega que hace LA COMISIÓN a título de concesión, al CONCESIONARIO de operación y explotación del Canal Nacional de televisión de operación privada de cubrimiento nacional N2, de conformidad con el pliego de condiciones de la licitación pública No. 003 de 1997 y la propuesta presentada por EL CONCESIONARIO, los cuales forman parte integral del presente contrato.

(…)

El servicio de televisión que presta el CONCESIONARIO estará a la intervención, dirección, vigilancia, regulación y control de LA COMISIÓN.

(…)

CLÁUSULA 4 – FINES Y PRINCIPIOS: Los fines del servicio de televisión son: formar, educar, informar veraz y objetivamente y recrear de manera sana. Con el cumplimiento de los mismos, se busca satisfacer las finalidades sociales del Estado, promover el respeto de las garantías, deberes y derechos fundamentales y demás libertades, fortalecer la consolidación de la democracia y la paz y propender por la difusión de los valores humanos y expresiones culturales de carácter nacional, regional y local. Dichos fines se cumplirán con arreglo a los siguientes principios.

1. Igualdad de oportunidades de acceso al espectro electromagnético para la prestación del servicio público de televisión.

(…)

CLÁUSULA 15. – OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO. El concesionario se obliga a:

(…)

3. Colaborar con LA COMISIÓN en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla y el servicio prestado en desarrollo del mismo sea de la mejor calidad.”
 (Se resalta)
·    Certificado de 17 de mayo de 2004, suscrito por el Director de Programación del Canal Caracol, al que se anexa un cuadro en el que se relacionan 62 programas de televisión emitidos con closed caption, por el mismo canal, durante los días 8, 9, 10, 15, 16, 17, 21, 23, 24, 28, 30 y 31 de enero; 4, 7, 12, 13,14, 15, 21, 22 y  28 de febrero; 6, 7, 13, 14, 20, 21, 27, y 28 de marzo; y 3, 4, 10, 11, 16, 17, 18, 24 y 30 de abril; todos del año 2004. Se destaca:

“Dando cumplimiento a la Resolución No. 1080 de 5 de agosto de 2002 del Ministerio de Comunicaciones y al Acuerdo 005 de 13 de marzo de 2003, de la Comisión Nacional de Televisión, los programas con la duración y fecha de emisión descritos en la relación adjunta, han sido emitidos con closed caption.”

· Certificado de 14 de mayo de 2004, suscrito por el Gerente de Backup en Línea Ltda. Se destaca:

“Backup en Línea Ltda (…), de acuerdo al contrato de servicios suscrito con el Consorcio de Canales Nacionales Privados, realiza closed caption en español para la siguiente programación del Canal Caracol:

- Desde el 15 de diciembre de 2003:

Un noticiero diario con closed caption de la siguiente manera:

Lunes a Viernes: Última emisión de noticias con duración aproximada de 30 minutos.

Sábados, Domingos y Festivos: Emisión de noticias del medio día con duración promedio de una hora.

- Desde el 1 de enero de 2004:

Los Simpson: Programa de 30 minutos que se emite con closed caption los días sábados entre la 1:00pm y las 2:00pm y entre las 2:30pm y las 3:00pm

Cien Arte: Programa de 2 horas que se emite con closed caption los viernes, de 11:30pm a 1:30am

Hablando Claro: Programa de 30 minutos que se emite los domingos de 11:00pm a 11:30pm

En la actualidad se realiza un promedio de 34 horas mensuales de programación con closed caption para el Canal Caracol.”
 (Se resalta)
·    Certificado de 17 de mayo de 2004, suscrito por la Secretaria Jurídica de   RCN TELEVISIÓN, en el que se señala que dicha empresa cumple con un sistema de subtitulación, lenguaje de señas o texto escondido, para garantizar el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio de televisión. Se destaca:

“Que de acuerdo con la Resolución 1080 de 5 de agosto de 2002 del Ministerio de Comunicaciones y con el Acuerdo 005 del 13 de marzo de 2003 de la Comisión Nacional de Televisión, RCN TELEVISIÓN S.A. cumple con el sistema de subtitulación, lenguaje de señas o texto escogido, para garantizar el acceso de las personas con limitaciones auditivas, al servicio de televisión.

A continuación envío 4 cassettes de VHS, que contienen la grabación de los programas ya codificados con closed caption.

1. NOTICIERO PRIME: Programa informativo, que se emite todos lo días de 7:00pm  a 8:00pm

2. NATURALIA: Programa Cultural, que se emite todos los domingos de 6:00am a 6:30am

3. INU YASHA: Programa infantil que se emite todos los sábados y domingos de 10:30am a 11:00am

4. PYRRI RECARGADO: Programa de opinión, que se emite todos los domingos de 11:30pm a 12:00pm”

· Copia del Acta 969, de 11 de marzo de 2003, suscrita por el Director y la Asistente III de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, en la que se establece que la obligación de tener sistemas que permitan que la población con discapacidad auditiva acceda al servicio de televisión, no debe aplicarse a los canales locales sin ánimo de lucro. Se destaca:

“ORDEN DEL DÍA
TEMAS PROPUESTOS POR EL DIRECTOR A CONSIDERACIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA

(…)

Proyecto de acuerdo para reglamentar el acceso a las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión, memorando 02013 de feb25/03

(…)

EL DIRECTOR,  mediante memorando radicado en la entidad con el No. 02013 del 25 de febrero de 2003, presenta a consideración y aprobación de la JUNTA DIRECTIVA el proyecto de acuerdo “por el cual se definen y reglamentan los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión” elaborado por instrucción de la Dirección, por las SUBDIRECCIONES DE ASUNTOS LEGALES, TÉCNICA Y DE OPERACIONES y las OFICINAS DE PLANEACIÓN Y CANALES Y CALIDAD DEL SERVICIO, quienes lo remitieron a través de memorando No. 01756 del 20 de febrero de 2003.

(…)

Al respecto, el Comisionado FERNANDO DEVIS MORALES expresa estar de acuerdo con el proyecto presentado a su consideración, excepto con lo consagrado en el artículo 2°, en la parte referente a que es aplicable a los canales locales, ya que considera que habrá canales locales sin ánimo de lucro que no contarán con los recursos necesarios para ello, debiéndose en su concepto, especificar que aplica para los con ánimo de lucro.

En atención a los memorandos radicados en la entidad con los Nos. 02013 y 01756 del 20 y 25 de febrero de 2003, presentados por el DIRECTOR  y las SUBDIRECCIONES DE ASUNTOS LEGALES, TÉCNICA Y DE OPERACIONES, OFICINAS DE PLANEACIÓN Y CANALES Y CALIDAD DEL SERVICIO, respectivamente, la JUNTA DIRECTIVA,  unánimemente, determina aprobar el proyecto de acuerdo presentado a su consideración (…), debiendo el artículo 2° precisar que el mismo es aplicable a los canales locales con ánimo de lucro.”

· Copia del oficio suscrito por el Presidente de RCN TELEVISIÓN y el Secretario General de CARACOL TELEVISIÓN, dirigido al Director de la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, de 15 de julio de 2003, en el que se establece que dichas empresas se encuentran realizando labores para que sus transmisiones incluyan programas a los que pueda acceder la población audio discapacitada. Se destaca: 

“De conformidad con la regulación expedida por la Comisión Nacional de Televisión y el Ministerio de Comunicaciones, los canales nacionales de operación privada se encuentran realizando las labores necesarias con el fin de que en sus trasmisiones se incluyan programas con sistemas, como el closed caption, que faciliten su acceso a la población con limitaciones auditivas. En tal virtud, actualmente se está estudiando, con la valiosa colaboración de especialistas en la materia, como el Instituto Nacional para Sordos (INSOR), los sistemas más convenientes y adecuados para el efecto.

No obstante, el cumplimiento de estas labores, consideramos necesario solicitar su valiosa colaboración con el fin de que se establezca que los programas con tales sistemas se presenten a partir del primer semestre del año entrante, dada la complejidad de las tareas involucradas.”

· Cuadro aportado por la CASA EDITORIAL EL TIEMPO, de 2 de septiembre de 2004, en el se relacionan 262 programas de televisión emitidos con lenguaje de señas, por City Tv, durante los días 12, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 de marzo, 1 a 30 de abril, 1 a 30 de mayo, 1 a 30 de junio, 1 a 31 de julio, 1 a 31 de agosto, todos del año 2004.

· Oficio de 17 de noviembre de 2004, suscrito por el Coordinador del Grupo de Seguimiento de Proyectos de la Dirección de Acceso y Desarrollo Social del Ministerio de Comunicaciones y dirigido al representante legal de la Fundación Proteger, en el que se señalan las actividades que ha adelantado el Ministerio para cumplir con lo ordenado en la Resolución 1080 de 2002 (5 de agosto 5), en el artículo 55 de la Ley 182 de 1995 y en los artículos 4° y 5° de la Ley 324 de 1996.  Se destaca: 

“Siguiendo instrucciones de la señora Ministra de Comunicaciones (…) atentamente remito la respuesta a sus requerimientos, en relación con el cumplimiento del a Resolución 1080 de agosto 5 de 2002, expedida por este Ministerio, y a las disposiciones del artículo 55 de la Ley 182 de 1995 y de los artículos 4 y 5 de la Ley 324 de 1996, con el fin de garantizar el derecho fundamental de las personas sordas de acceder a la información y a la comunicación, a través del servicio público de televisión.

Para tal efecto hago referencia a cada una de sus solicitudes:

Radicado No. 57736:

Mediante el cual solicita una “copia del seguimiento realizado a los sistemas de acceso para la población sorda que debían incluirse en las campañas institucionales de publicidad en televisión sobre temas de salud, prevención y todas aquellas que involucren el desarrollo humano, tal como lo dispone el artículo 8° de la Resolución 1080 de 2002”.

Consideraciones:

Es conveniente anotar que aunque la expedición de la Resolución 1080 se produjo en el mes de agosto de 2002, la reglamentación se inició, por parte de la Comisión Nacional de Televisión – CNTV, con el Acuerdo 005 de 13 de marzo de 2003 y en octubre del mismo año, la CNTV, a través de la Resolución 802 determinó: “las fechas a partir [de las cuales] deben implementarse los sistemas que permitan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión en los diferentes géneros televisivos”

(…)

No obstante, teniendo en cuenta lo dispuesto por la Resolución 1080 de 2002, el Ministerio de Comunicaciones adelantó las siguientes actividades encaminadas al cumplimiento de la normatividad:

- El 13 de mayo de 2003, se solicitó a INRAVISIÓN incluir en las alocuciones presidenciales uno de los sistemas de acceso a la información para la población sorda

(…)

- El 9 de septiembre de 2004, se solicitó  a la CNTV información acerca de los avances relacionados con la emisión de campañas institucionales de publicidad en televisión con alguno de los sistemas establecidos en la Resolución 1080 de 2002.

Radicado No. 57737:

Mediante el cual solicita una “copia de los informes que la CNTV debió rendir al Ministerio de Comunicaciones en los años 2002, 2003, y 2004 sobre el cumplimiento de las normas que garantizan el derecho de las personas sordas a la información, de acuerdo con el artículo 10 de la Resolución 1080 de 2002.

Consideraciones:

(…) 

En el mismo sentido se relacionan las actividades adelantadas por el Ministerio de Comunicaciones, dando seguimiento a este tema:

- El 8 de agosto de 2003, se solicitó a la CNTV información acerca del grado de desarrollo e implementación de la tecnología closed caption, en los canales  públicos de televisión. Sin embargo, para esta fecha los canales antes mencionados, aún no estaban cumpliendo con la normativa, por lo tanto no se recibió informe alguno.

(…)

La modificación del artículo 55 de la Ley 182 de 1995, que determinó “incluir el sistema de subtitulación o lenguaje manual para garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o sordas”, se realizó mediante el artículo 12 de la Ley 335 de 1996, según el cual la reglamentación para dicha población debería ser expedida por la CNTV “en un termino no mayor a 3 meses desde la promulgación de la presente ley”.

De otro lado, la Ley 361 de 1997 determinó que el Ministerio de Comunicaciones adoptaría las medidas necesarias para garantizar los derechos de la población con limitación auditiva; a partir de esta disposición y soportado en el artículo 5° de la Ley 324, el Ministerio inició en coordinación con el Instituto Nacional para Sordos INSOR, el estudio y proceso de implementación en el país de la tecnología closed caption, que incluyó la importación de equipos y capacitación de técnicos, con base en las dos modalidades de implementación (ON LINE y OFF LINE).

Posteriormente, a partir del artículo 67 de la Ley 361, el Ministerio produjo la Resolución 1080 de agosto de 2002, en la que se establecieron los criterios para establecer los programas obligados en la implementación de los sistemas de acceso al servicio público de televisión.

En este orden de ideas, la CNTV, además de la Resolución antes mencionada y en lo dispuesto en la Ley 335 de 1996, expide el Acuerdo 005 de marzo de 2003, en el que establece las condiciones para el cumplimiento de dicha obligación. Del mismo modo, mediante Resolución 802 de 24 de octubre de 2003, la CNTV, determinó que los concesionarios deberían implementar este servicio a partir de enero de 2004.

(…)

Resolución No. 57739

Mediante la cual solicita “copia de las investigaciones de impacto, para los años 2003(…) y 2004, en el acceso de las personas sordas al servicio de televisión, de los programas que debieron emitir las empresas RCN, Caracol y El Tiempo (por su canal City TV), teniendo en cuenta que el artículo 9 de la Resolución 1080 de 2002 del Ministerio de Comunicaciones, ordenaba la realización de dicho estudio para los años 2002, 2003 y 2004”:

Consideraciones:

Tomando en cuenta la reciente expedición de la Resolución 802 de 2003, en que se establece el plazo para la implementación de estos sistemas de acceso para personas sordas y el avance paulatino en su implementación y cumplimiento por parte de los canales tanto públicos como privados , tal como se evidencia en los informes enviados por la CNTV, se ha venido consolidando un proceso de análisis en la utilización de este tipo de sistemas, a partir de las siguientes actividades que apuntan a una posterior realización de investigaciones de impacto.”

· Copia de Informe elaborado por la Directora de Acceso y Desarrollo Social del Ministerio de Comunicaciones, dirigido al Jefe (E) de la Oficina de Asesoría Jurídica de la misma entidad, de 2 de diciembre de 2004, en el que se señalan las gestiones que el Ministerio ha realizado desde 1997 hasta la fecha, con el fin de garantizar el acceso de la población audio discapacitada a la televisión. Se destaca:

“Sistema de Acceso a la Televisión para Personas Sordas

ANTECEDENTES

a) En 1997, en una investigación adelantada por el Ministerio de Comunicaciones, el INSOR y el Instituto Nacional par Ciegos, INCI, sobre el consumo de medios por parte de las personas con discapacidad auditiva y visual, se encontró que la población sorda no logra acceder al servicio de televisión y se encuentra aislada de la vida social. Para superar estas barreras de comunicación se recomendó en ese entonces la implementación de la tecnología closed caption.

b) El 21 de abril de 1997 se suscribió el Convenio No. 0004, entre el Instituto Nacional para Sordos – INSOR y el Ministerio de Comunicaciones, con duración de un año. El objeto era implementar una estrategia de comunicación masiva para que las personas sordas tuvieran acceso a la televisión colombiana mediante la tecnología del closed caption o texto escondido; el servicio de interpretación de lengua de señas, dentro del marco del proyecto de inversión “Implantación de un sistema de información y comunicación pública para la población discapacitada del país”. Para tal efecto, el Ministerio de Comunicaciones invirtió la suma de cien millones de pesos ($100.000.000)

c) A raíz de este convenio, el Instituto Nacional para Sordos – INSOR, con apoyo del Ministerio de Comunicaciones y la Red de Solidaridad Social, importó al país los primeros equipos para desarrollar el sistema closed caption en su primera fase, que fue aplicable a programas pregrabados. Con el trabajo de un grupo de técnicos del INSOR, se inició en 1998 la transmisión pública de dos series de televisión, para niños y público infantil, a través de Señal Colombia, como prestadora del servicio público de televisión.

d) Posteriormente en 1998, se hizo una adición al Convenio No. 0004, suscrita el 15 de abril de 1998, con una duración adicional de un año y una inversión del Ministerio equivalente a cincuenta millones de pesos (50.000.000) que consistió en la importancia de sistemas decodificadores closed caption para subtitular noticieros de televisión y programas en directo (alocuciones presidenciales)

(…)

f) El 27 de julio de 2001, se suscribió un contrato de cooperación y cofinanciación No. 1167, celebrado entre la Organización de Estados Iberoamericanos – O.E.I y el INSOR, dentro del marco del Convenio 025 de 2000. La inversión para esta fase del proyecto fue de setenta y  nueve millones de pesos ($79.000.000), con una duración de seis meses.

Para tal efecto, se financió la realización del primer módulo de capacitación en el manejo de los equipos decodificadores de closed caption para subtitular programas en directo. Dicho módulo se diseñó especialmente para Colombia, para lo cual fue necesaria la presencia de un consultor internacional.

El curso dio inició el día 29 de octubre de 2001 y contó con la participación de cinco técnicos del INSOR, dos de Inravisión y uno de Audiovisuales.

A partir del 23 de enero de 2002, se inició la capacitación de un segundo grupo de siete técnicos provenientes de los canales Telecafe (1), Teleantioquia (1), Telepacífico (1), Inravisión (1), Canal Capital (2) y Telecaribe (1).

g) El 12 de abril de 2002, se suscribió el Convenio No. 0020 entre el INSOR y el Fondo de Comunicaciones, con el fin de realizar un segundo y último módulo de capacitación con cuatro (4) meses de duración, al grupo de técnicos que cursó el primer módulo. Para ello se requirió igualmente de la presencia del consultor internacional, así como de los equipos importados para tal fin. La inversión realizada en esta fase fue de $110.000.000.

(…)

El 5 de agosto de 2002 el Ministerio expidió la Resolución 1080, que fija los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda.

El 22 de octubre de 2002 se envió un comunicado a la Comisión Nacional de Televisión CNTV, con el fin de informar sobre la Resolución 1080 de agosto 5 de 2002.

El 13 de mayo de 2003 se envió un comunicado a Inravisión, con el fin de solicitar su colaboración de incluir en las alocuciones presidenciales uno de los sistemas de acceso a la información para la población sorda.

El 15 de mayo de 2003 se envió un comunicado a la Confederación Colombiana de Consumidores, con el fin de solicitar su colaboración de divulgar la información de la Resolución 1080 de 2002 (Mincom) y el Acuerdo 005 de 2003 (CNTV), a través del espacio  “El Boletín del Consumidor”.

El 6 de junio de 2003 se envió un comunicado a todos los ministerio del país, con el fin de informar su obligación de incluir en las campañas institucionales uno de los sistemas de acceso a la información para la población sorda.

El 4 de julio de 2003 se envió un comunicado a Inravisión, anexando un formato Betacam de los mensajes, con texto escondido, relacionados con las temáticas de envejecimiento y discapacidad, con el fin de solicitar su colaboración en remplazar dichos mensajes a los que se emitían en estas fechas.

El 8 de agosto de 2003 se envió un comunicado a la CNTV, con el fin de solicitar información acerca del grado de desarrollo e implementación de la tecnología closed caption en los canales públicos de televisión.

El 31 de marzo de 2004 se envió un comunicado al INSOR, anexando información de los programas con closed caption implementados por los concesionarios del canal uno, con el fin de solicitar su colaboración en su divulgación y en el seguimiento y control.

Se elaboró un folleto informativo para repartirlo entre las personas sordas con información relacionada con la normatividad y los programas de televisión que contienen uno de los sistemas de acceso a la información.

(…)

El 19 de mayo de 2004 se envió un comunicado acerca de 100 entidades educativas del país que integran personas sordas y asociaciones de personas sordas, con el fin de informar los programas de televisión que contienen uno de los sistemas de acceso a la información por parte de la población objeto.

El 30 de junio de 2004 se envió un comunicado a Disnnet Press, solicitando su colaboración de divulgar la información de los programas que contienen uno de los sistemas de acceso a la información por parte de la población sorda, a través del boletín electrónico Disnnet Press(…)”

· Propuesta de Pacto de Cumplimiento presentada por las entidades demandadas el 26 de enero de 2005, en la proponen metas claras para que en un periodo de 12 años la población audio discapacitada pueda acceder al 100% del servicio de televisión. Se destaca:

“…con base en los análisis anteriores los operadores de televisión demandados  Caracol Televisión y RCN televisión propusieron como pacto de cumplimiento para resolver la acción popular interpuesta por el demandante asumir el siguiente compromiso, con el fin de lograr cubrir el 100% de la programación emitida de manera gradual y proporcional en las tres franjas de programación en un periodo de doce (12) años:

a. CARACOL TELEVISIÓN y RCN TELEVISIÓN:

i. Incrementar el porcentaje de la programación que actualmente tiene incorporado el sistema de closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas con el cual se cumple cabalmente la regulación vigente sobre la materia, para alcanzar un porcentaje equivalente al diez por ciento (10%) de toda la programación emitida (24 horas) al finalizar el año 2005.

ii. Para los años 2006 a 2009 incrementar el porcentaje de la programación que tenga incorporado  el sistema closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas en el año inmediatamente anterior en un porcentaje equivalente al cinco por ciento (5%) de toda la programación emitida (24 horas) al finalizar cada año o el porcentaje proporcional para el año 2009.

Toda vez que las concesiones otorgadas a Caracol y a RCN Televisión de Colombia vencen en el año 2009 los siguientes numerales (iii, iv, y v) que corresponden a los años subsiguientes al vencimiento del plazo de los contratos solo aplicarán en el evento de que aquellas sean prorrogadas o renovadas y el contenido de este pacto de cumplimiento no conlleva ni de manera expresa ni implícita obligación o condición alguna respecto del otorgamiento o no de la eventual prórroga o renovación. De otra parte, en virtud del principio de igualdad, en el evento de que en el futuro se llegare a otorgar otra u otras concesiones del servicio de televisión nacional a otro y otros operadores privados, la misma obligación le deberá ser impuesta.

iii. Para el año 2010 incrementar el porcentaje de la programación que tenga incorporado el sistema closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas en el año inmediatamente anterior en un porcentaje equivalente al cinco por ciento (5%) de toda la programación emitida al porcentaje actual, el cual se hará efectivo al porcentaje actual, el cual se hará efectivo al finalizar el año 2005.

iv. Para los años 2006 a 2009 incrementar el porcentaje de la programación que tenga incorporado el sistema de closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas en el año inmediatamente anterior en un porcentaje equivalente al cinco por ciento (5%) de toda la programación emitida al finalizar cada año o el porcentaje proporcional para el año 2009.

Toda vez que la concesión otorgada a Casa Editorial El Tiempo vence en el año 2009 los siguientes numerales (iii y iv) que corresponde a los años subsiguientes al vencimiento del plazo del contrato sólo aplicarán en el evento de que aquella sean prorrogada o renovada y el contenido de este pacto de cumplimiento no conlleva ni de manera expresa ni implícita obligación o condición alguna respecto del otorgamiento o no de la eventual prórroga o renovación. De otra parte, en virtud del principio de igualdad, en el evento de que en el futuro se llegare a otorgar otra u otras concesiones del servicio de televisión local a otro y otros operadores privados, la misma obligación le deberá ser impuesta.

iii. Para los años 2010 a 2021 incrementar el porcentaje de la programación que tenga incorporado el sistema de closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas en el año inmediatamente anterior en un porcentaje equivalente al cinco por ciento (5%) de toda la programación emitida al finalizar cada año.

iv. Para el año 2022 incrementar el porcentaje de la programación que tenga incorporado el sistema de closed caption y/o que se traduce mediante la utilización del lenguaje de señas en el año inmediatamente anterior en un porcentaje equivalente al seis por ciento (6%) de toda la programación emitida al finalizar cada año.

Que las entidades  del Gobierno demandadas, Ministerio de Comunicaciones y Comisión Nacional de Televisión, consideran válidos los ofrecimientos de los operadores de televisión demandados, los cuales podrán consignarse en actos administrativos  que los impongan como deberes regulatorios en un plazo no superior a treinta (30) días hábiles y mantenerse vigentes conjuntamente con las demás normas contenidas en sus reglamentos, mientras los estudios de impacto y otras consideraciones de política sectorial no aconsejen una modificación de esta regulación, competencia que estas autoridades ejercerán de manera autónoma.”
(Se resalta)
· Oficio suscrito por el apoderado de la Casa Editorial El Tiempo, dirigido al Jefe de la Oficina de Canales y Calidad de Servicios (E) de la Comisión Nacional de Televisión, de 14 de enero de 2005, y en el que se ponen de presente las medidas que el Canal City Tv ha tomado para que las personas con discapacidad auditiva puedan acceder al servicio público de televisión. Se destaca:

“…por medio del presente me permito dar respuesta al cuestionario formulado en la comunicación de la referencia, en los siguientes términos:

1. ¿El sistema que utilizan es propio, contratado y con quien?

Respuesta: Citytv utiliza dos sistemas: (i) lenguaje de señas y (ii) closed caption

(i) Lenguaje de señas: para la implementación de este sistema, el canal contrata los servicios de un interprete (Javier Mora)

(ii) Closed caption: para la implementación de este sistema el canal tiene suscrito un contrato con el INSTITUTO NACIONAL DE SORDOS – INSOR

2. ¿Cuál es el sistema que utilizan y su descripción?

Respuesta: Citytv utiliza dos sistemas (i) lenguaje de señas y (ii) closed caption

(i) Lenguaje de señas: incluye simultáneamente con los programas, dentro de un recuadro que aparece en la pantalla de los televidentes, del tamaño y características establecidas en la reglamentación, la imagen de un intérprete que traduce al lenguaje de señas los diálogos y sonidos del programa.

(ii) Closed caption: es un sistema fonético montado sobre un programa de computador (…) que junto con un estenógrafo, permite la digitación abreviada de los textos correspondientes a los diálogos y sonidos del programa, para que los mismos aparezcan en la pantalla como subtítulos, con la funcionalidad que permite ocultar o mostrar dicho texto a elección del televidente. Requiere, además de la tecnología, de digitadores especializados en clase de sistema.

(…)

4. Si el sistema es propio, indicar la capacidad utilizada y capacidad ociosa (técnica y humana); número de horas diarias de programación pregrabada y en vivo que están efectivamente prestando.

Respuesta

(…)

En cuanto al número de horas diarias de programación pregrabada y en vivo que el canal está efectivamente prestando, entendiendo por la programación en la que está incluyendo alguno de los dos sistemas, debe anotarse que el Canal cumple con el número de programas diarios, semanales y mensuales que señala la reglamentación, y que al existir programas semanales y mensuales, la única forma de establecer el número de horas diarias es promediando el total de horas al mes, para llegar a un número diario hipotético. Entiéndase que se trata de un número calculado más no real en cuanto no corresponde al número de programas por día que emite el canal con los mecanismos para limitados auditivos, los siguientes serían los resultados:

(i) Lenguaje de señas: 1.16 horas diarias (que resultan de sumar un noticiero diario, 2 programas de interés cultural a la semana, 2 programas de opinión a la semana)

(ii) Closed caption: 1.26 horas diarias (que resultan de suman un noticiero diario, 4 programas infantiles, 2 series al mes y 2 largometrajes al mes)

5. Con base en la anterior información y manteniendo la programación que actualmente se emite con el sistema ¿Considera el operador que está en capacidad de aumentar un cinco por ciento (5%) o más, calculado sobre toda la programación diaria, el número de horas que se emiten con el sistema distribuido proporcionalmente entre las franjas familiar, infantil y adultos, durante el trascurso del año 2005, de tal manera que al finalizar el año esta cumpliendo con dicho porcentaje?

Respuesta:

Entendiendo que el 5% de la programación total significa aproximadamente 1 hora diaria adicional a lo que hoy hace el canal, resulta viable tal incremento para el canal siempre y cuando se tenga en cuenta:

(…)

(iii) Se permita un manejo y discrecionalidad al canal para determinar qué porcentaje del mínimo exigido lo cumple con el sistema closed caption y cuánto con lenguaje de señas, hasta tanto no se tengan los estudios y reglamentación del Ministerio de Comunicaciones sobre la conveniencia de uno u otro sistema(…)”

· Oficio DGI 2005-011, suscrito por la Directora General (E) del INSOR, dirigido al Jefe de la Oficina de Canales y calidad del Servicio (E) de la Comisión Nacional de Televisión, de 26 de enero de 2005. Se destaca:

“¿Cuál es el nivel de lecto-escritura que tiene la población sorda?

La historia de la educación de los sordos es bastante reciente, con los desarrollos sociales, técnicos- científicos y normativos, en la década de los 90s toma gran fuerza, particularmente del acceso, permanencia y promoción en la educación formal. La mayoría de los sordos que se comunican en lengua de señas empezaron a disfrutar del derecho a la educación en condiciones de igualdad tardíamente, a la básica secundaria ingresan a partir del año 1996, por lo tanto el nivel de apropiación-uso de la lengua escrita es bajo aún.

- El closed caption no es respuesta absoluta para garantizar el derecho-acceso de los sordos a la información, precisamente por la diversidad comunicativa que existe entre los sordos y por la historia educativa/comunicativa. La mayoría de los sordos usa la lengua de señas, el español escrito se está enseñando como un segundo idioma recientemente.

Para la población sorda lingüísticamente minoritaria como son los sordos que se comunican en Lengua de señas colombiana, de acceso, permanencia y promoción a la educación formal básica secundaria en el contexto gubernamental, se inicia en el año 1996, a partir de una de las investigaciones de corte descriptivo realizada por el INSOR en el Colegio Distrital República de Panamá. Allí accede, permanecen y se promocionan 15 sordos quienes cuentan con interprete de lengua de señas para tener acceso al conocimiento, a desarrollo de competencias interpretativa, argumentativa y proactiva a partir de la lengua de señas.

(…)

En el segundo semestre del año 2003 la Defensoría del Pueblo realizó un estudio sobre la oferta de servicios a personas con discapacidad y reportó que del total de estudiantes con discapacidad 7.313 matriculados en el Distrito Capital, el 50% presentaban limitación auditiva, es decir, 3725 personas sordas. Se supone que en este ámbito educativo se les enseña la lectoescritura.

Desde el INSOR  se promueve mediante investigación con COLCIENCIAS y la Universidad del Valle el aprendizaje de la lengua escrita como un segundo idioma para sordos en el marco de la educación Bilingüe.

(…)

Cuáles son los sistemas empleados para el acceso a la información por televisión por parte de la población con limitación auditiva?

De acuerdo con las particularidades lingüísticas y comunicativas de la población con limitación auditiva/sorda se pueden emplear los siguientes servicios o sistemas:

1. El servicio de interprete de lengua de señas

(…)

2. El servicio de closed caption en vivo o pregrabado

3. El subtitulaje

(…)

Cuál es el número de programación que se presta?

El INSOR en el año 2004 venía prestando el servicio de closed caption pregrabado a algunos programas de INRAVISIÓN. También venía realizando caption en vivo a la plenaria del senado los días martes.

Actualmente se sigue prestando el servicio de closed caption en vivo y en pregrabado, mediante la celebración de un convenio interadministrativo con Citytv, en el cual se cobra un valor global teniendo en cuenta que adicionalmente al servicio, se está realizando un trabajo directo con y hacia la población con limitación auditiva, padres y comunidad en general.

En vivo se está realizando una hora diaria de Lunes a Viernes.

En pregrabado se están realizando un promedio de 12 horas mensuales.

(…)

Recomendación para la programación de TV

(…)

Se recomienda que se incluya en la programación, el servicio de intérprete de lengua de señas para noticieros en vivo, o programas pregrabados, dado que existe un grueso poblacional de sordos, tanto niños, jóvenes, adultos y adultos mayores que se comunican exclusivamente en lengua de señas; de modo que el closed caption no es respuesta absoluta para garantizar el acceso de los sordos a la información.”

· Oficio de 21 de abril de 2005, suscrito por el Jefe de la oficina de canales y Calidad del Servicio (E) de la Comisión Nacional de Televisión, dirigido al Jefe de la División de Procesos y Conceptos Jurídicos de la misma entidad. Se destaca:

“ En atención al asunto de la referencia, nos permitimos informarle que en lo relacionado con las funciones asignadas a esta oficina, a través de la División de Análisis, Vigilancia y Control, se ha realizado el seguimiento y verificación al cumplimiento por parte de los operadores del servicio de televisión a lo establecido en la Resolución 1080 de 2002, expedida por el Ministerio de Comunicaciones y al Acuerdo 05 de 2003 y la Resolución 802 de 2003, expedidas por la CNTV, mediante las cuales se definen, reglamentan y fijan fechas para la implementación de los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión.

En este orden de ideas, en el caso concreto del canal de operación privada RCN, nos permitimos manifestarle que éste ha certificado la implementación del sistema antes citado, según los informes presentados a la Dirección de la CNTV y al Ministerio de Comunicaciones, relacionados con el control posterior realizado al cumplimiento de esta obligación legal y reglamentaria por parte de los canales de operación pública, privada, regional y local con ánimo de lucro(…)”

· Oficio 449684, suscrito por el Jefe de la División de Procesos y Conceptos Jurídicos de la Comisión Nacional de Televisión, dirigido al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de 27 de abril de 2005. Se destaca:

“…me permito informarle que mediante comunicación EE 4522 de 26 de abril de 2005, se remitió la información correspondiente al oficio 75 P., esto es, copia del memorando IE 4144 de 21 de abril de 2005, mediante el cual la oficina de regulación de la competencia informa que revisados los archivos no aparece actuación administrativa en contra de RCN televisión, ni sanción, por violación a las disposiciones que regulan el tema de discapacitados.”

·    Copia del contrato de concesión suscrito entre los representantes de la Comisión Nacional de Televisión y de la CASA EDITORIAL EL TIEMPO,  de 19 de junio de 1998. Se destaca:

“CLÁUSULA 1 – OBJETO: El objeto de este contrato de concesión es la entrega que hace LA COMISIÓN, a título de concesión, a la CASA EDITORIAL EL TIEMPO S.A., para la operación y explotación de una (1) Estación Local con Ánimo de Lucro en Santa Fe de Bogotá D.C., de conformidad con el pliego de condiciones de la licitación pública No. 002 de 1998 y la propuesta presentada por EL CONCESIONARIO, los cuales forman parte integral del presente contrato.

(…)

El servicio de televisión que presta el CONCESIONARIO estará a la intervención, dirección, vigilancia, regulación y control de LA COMISIÓN.

(…)

CLÁUSULA 3 – FINES Y PRINCIPIOS: Los fines del servicio de televisión son: formar, educar, informar veraz y objetivamente y recrear de manera sana. Con el cumplimiento de los mismos, se busca satisfacer las finalidades sociales del Estado, promover el respeto de las garantías, deberes y derechos fundamentales y demás libertades, fortalecer la consolidación de la democracia y la paz y propender por la difusión de los valores humanos y expresiones culturales de carácter nacional, regional y local. Dichos fines se cumplirán con arreglo a los siguientes principios.

1. Igualdad de oportunidades de acceso al espectro electromagnético para la prestación del servicio público de televisión.

(…)

CLÁUSULA 14. – OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO. El concesionario se obliga a:

(…)

3. Colaborar con LA COMISIÓN en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla y el servicio prestado en desarrollo del mismo sea de la mejor calidad.”
 (Se resalta)

· Oficio DGI 2005-14, suscrito por la Directora General del INSOR, dirigido al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de 20 de mayo de 2005. Se destaca:

“De acuerdo a su solicitud (…) me permito anexar los documentos sobre el acceso al servicio público de televisión de la población con discapacidad auditiva que se han realizado por la entidad, a través de diferentes mecanismos como aplicación de encuestas, reuniones con representantes de personas sordas, y llamadas telefónicas entre otras estrategias, los cuales se relacionan a continuación 

(…)

El análisis de los informes relacionados plantea que actualmente algunos programas de televisión tienen implementados sistemas de acceso para la población con discapacidad auditiva pero presentan inconvenientes tanto en la presentación de la información que se transmite en los programas que tienen implementados estos sistemas, como por la mínima cantidad de programas que se emiten por los canales de operación públicos y privados de televisión.

(…) se puede considerar que no es suficiente la programación actual con sistemas de acceso que se emite por los canales de televisión, ya que no satisface las necesidades de la población con limitación auditiva y de los colombianos en general que se benefician con la implementación de estos sistemas en la televisión, como son los niños, los aprendices de lecto escritura y adultos mayores entre otros.

Lo anterior plantea que las deficiencias actuales en los sistemas de acceso para las personas con limitación auditiva a la televisión no permiten garantizar sus derechos en condiciones de real y efectiva igualdad, ya que no satisfacen las necesidades y expectativas de información de esta población y representan una mínima parte (menos del 5%) de programa con sistemas de acceso en relación a la programación total de los canales de televisión nacionales, regionales y locales.

Basándonos en el hecho de que los colombianos con limitación audita tienen iguales derechos que los demás ciudadanos, es incalculable el daño moral que han sufrido al no tener una televisión accesible, puesto que para ellos no se han cumplido los fines de la televisión previstos por la Constitución de 1991 y sus desarrollos normativos que son de obligatorio cumplimiento en Colombia, así como otras disposiciones sobre acceso a la información a nivel nacional e internacional. Esta situación los ha mantenido excluidos del contexto social, pese a los adelantos científicos y tecnológicos del momento aplicados también en la televisión, los cuales son utilizados en otros países en beneficio de sus ciudadanos, en especial de los que tienen limitación auditiva y de los sordos.

(…)

Entre las medidas que se sugiere, pueden resultar efectivas para garantizar el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información en televisión, se plantean las siguientes:

- De tipo normativa que obliguen e incentiven a los canales a ampliar la programación con estos sistemas, hasta llegar a la totalidad de los programas que se emiten (…)

- Desarrollar estrategias para una mayor concientización de las entidades del gobierno relacionadas con la televisión y de los canales de televisión públicos y privados sobre la responsabilidad social de permitir el acceso a todos los ciudadanos colombianos en condiciones de real y efectiva igualdad al servicio público de televisión. 

- Realizar mayor divulgación de la programación de televisión con sistemas de acceso a nivel nacional, regional y local, ya que los canales de televisión no informan qué programas tienen implementados estos sistemas por los diferentes medios de comunicación(…)

Al revisar las normas expedidas es fácil deducir que no han sido tenidas en cuenta las consideraciones presentadas por el INSOR sobre los sistemas de acceso a la televisión y los requerimientos de las personas con discapacidad auditiva para garantizarles los derechos fundamentales  anteriormente anotados para esta población.”

· Oficio 430-0281-2005, suscrito por la Directora de Comunicaciones del Ministerio de Cultura, dirigido a la Jefe de la Oficina Jurídica de la misma entidad, de 20 de mayo de 2005. Se destaca:

“Desde el punto de vista “institucional”, el artículo 15 de la Ley 335 de 1996 define qué es un programa cultural. Sin embargo, frente a los programas de interés informativo no hay una definición oficial. Ahora se puede acercar a la definición de estos géneros desde lo teórico o académico.

El artículo 15 de la Ley 335 de 1996, parágrafo 1° dice:

“La programación cultural de la compañía de informaciones audiovisuales en Inravisión, deberá fundamentarse en un concepto amplio de ésta.”

En consecuencia, no sólo serán culturales los programa producidos por dichas entidades que están referidos a la difusión del conocimiento científico, filosófico, académico, artístico o popular, sino también aquellos cuyo contenido tenga como propósito elevar el desarrollo humano o social de los habitantes del territorio nacional o fortalecer su identidad cultural o propender por la conservación de la democracia y convivencia nacional.

Los programas deportivos, recreativos de concurso o los destinado a la audiencia infantil, serán considerados culturales si sus contenidos cumplen los requisitos establecidos en este parágrafo.

(…)

Hasta la fecha no se ha sancionado a ningún canal o concesionario por el incumplimiento de estas disposiciones, pues en general ellos han venido cumpliendo con lo señalado”

· Oficio 503249, suscrito por la Presidenta de la Federación Nacional de Sordos de Colombia – FENASCOL, dirigido al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de 12 de julio de 2005. Se destaca:

“C. FENASCOL como representante de la Comunidad Sorda Colombiana, ha participado activamente en todo el proceso de implementación del closed caption en el país, por considerarlo de vital importancia para la equiparación de oportunidades de nuestro colectivo, y ha realizado el seguimiento semestral a la implementación del servicio, como puede contratarse en los documentos que se anexan.

Dicha participación, por supuesto, no supone el acuerdo con las decisiones que se han tomado sobre el tema. Muestra de estos son los innumerables derechos de petición, que año tras año hemos realizado, en procura que se nos respete nuestro derecho a la información.

Aspectos como la implementación gradual del sistema closed caption, ha sido uno de los mayores desacuerdos, ya que como ciudadanos colombianos tenemos los mismos derechos constitucionales de recibir la información trasmitida por los medio de comunicación.

(…)

Es vergonzoso ver cómo se desconoce toda la normatividad al respecto y se ha considerado la implementación del closed caption como algo que entorpece, como algo de unos pocos que no valen la pena.

-El servicio no se ha implementado, ni siquiera como lo señalan los Acuerdos de porcentajes graduales.

- El servicio que se presta no es de calidad, los mensajes son recortados y atrasados; y lo que es peor, en ocasiones debemos informarnos a pedazos ya que suspenden el servicio, sin ningún respeto hacia el televidente.

(…)

Finalmente, y con sumo respeto pero con total claridad, deseamos reiterar el derecho que tiene la comunidad sorda al servicio de closed caption. No podemos seguir esperando que se vulneren nuestros derechos y que se nos siga causando daño de manera permanente. Esto va más allá de la existencia de estudios sobre el acceso al servicio o de los resultados que estos pudieran arrojar, así como del costo beneficio de las medidas cuya adopción resultaría necesaria para garantizarlo.

Agradecemos a ustedes toda la gestión que realicen para que se nos garantice el acceso al servicio público de la televisión de una manera eficiente y oportuna y que no se continúe dilatando su implementación por intereses particulares.”

· Copia auténtica del Acta de Reunión No 1, suscrita por una Profesional de la Comisión Nacional de Televisión y por el Coordinador del Grupo de Seguimiento y Control de Proyectos del Ministerio de Comunicaciones, de 26 de febrero de 2007. Se destaca:

“OBJETIVO: Conocer el resultado del estudio realizado por el Ministerio de Comunicaciones para evaluar el impacto que han tenido los sistemas que permiten el acceso de personas con limitaciones auditivas al servicio de televisión, y en consecuencia, programar las actividades a seguir para garantizar el acceso efectivo de las personas sordas a la programación de la televisión nacional.”

· Copia auténtica del Acta de Reunión No 2, suscrita por una Profesional de la Comisión Nacional de Televisión y por el Coordinador del Grupo de Seguimiento y Control de Proyectos del Ministerio de Comunicaciones, de 30 de marzo de 2007. Se destaca:

“OBJETIVO: Iniciar el proceso de reglamentación de la Ley 982 de 2005, por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las persona sordas y sordociegas, a través del estudio normativo que permita identificar cuáles disposiciones no le son contrarias a la mencionada ley y cuáles permaneces vigentes. Específicamente los artículos relacionados con el uso efectivo del servicio de televisión, a través de los sistemas de acceso closed caption, subtitulación y lengua de señas, por parte de las personas sordas.”

· Copia auténtica del Acta de Reunión No 3, suscrita por una Profesional de la Comisión Nacional de Televisión y por el Coordinador del Grupo de Seguimiento y Control de Proyectos del Ministerio de Comunicaciones, de 17 de abril de 2007. Se destaca:

“OBJETIVO: Avanzar en la definición de los requerimientos de reglamentación, a partir de los conceptos jurídicos emitiditos por las áreas jurídicas del Ministerio de Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión y de los resultados que arrojó la investigación de impacto realizada por el Instituto Nacional para Sordos INSOR.

(…)

Compromisos

Comisión Nacional de Televisión

1. Gestionar internamente la viabilidad de aportar recursos a la socialización de los resultados de la investigación, una vez el INSOR presente la propuesta.

2. Realizar el cuadro que muestre cuáles son las falencias de la normatividad actual y las necesidades que se deben tener en cuenta en la nueva normatividad.

Ministerio de Comunicaciones

1. Dar a conocer a la CNTV la propuesta de socialización que presente el INSOR.

2. Con el informe (…) de los resultados de la investigación realizar propuesta de nueva programación.

3. Remitir al área jurídica del Ministerio, el concepto jurídico de la CNTV.”

· Copia auténtica del “Estudio sobre Impacto de las Políticas y Disposiciones Normativas establecidas para el Acceso de las Personas con Limitaciones Auditivas al Servicio del Público de Televisión”, desarrollado por el Ministerio de Comunicaciones y el Instituto Nacional para Sordos, de abril de 2007. Se destaca:

“ANTECEDENTES

La presente investigación responde a la necesidad de verificar el cumplimiento de las leyes 324 de 1996 y 361 de 1997; la Resolución 1080 del Ministerio de Comunicaciones de 2002; el Acuerdo 802 de la Comisión Nacional de Televisión de octubre de 2003; las circulares 013 de 2005, 15 y 009 de 2004, relacionadas con la aplicación de la Resolución 1080 de 2005 y la Ley 982 de 2005, así como pretende contribuir al desarrollo del tema en todos sus aspectos conceptuales, operacionales, técnicos y económicos. Además, busca ilustrar aspectos relacionados con los vacíos identificados frente a ejercicios ciudadanos preocupados por este tema y destacar la importancia del reconocimiento de las necesidades de las personas con limitación auditiva frente al sistema público de televisión.

En este sentido, este estudio se origina en el artículo 9° de la Resolución 1080, el cual se refiere a las investigaciones de impacto y dice que para efecto de verificar el acceso de la población con limitación auditiva a los programas estipulados en dicha resolución, el Ministerio de Comunicaciones deberá coordinar la realización anual de una investigación de impacto para comprobar la sintonía de los mismos. El presente estudio, entre otras razones, obedece a este interés prioritario.

Por otro lado, una sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, le reconoce a las personas con limitación auditiva el derecho a acceder a la programación televisiva en mejores condiciones. El pronunciamiento, expedido por el alto tribunal el 13 de noviembre de 2005, y que se encuentra en apelación ante el Consejo de Estado, obliga a la CNTV y al Ministerio de Comunicaciones a iniciar todos los trámites y procedimientos a fin de que se garantice a las personas con limitación auditiva, servicios de acceso a la televisión como lengua de señas, subtitulación o closed caption. Para ello, el Tribunal instó a las instancias pertinentes para que adelanten los estudios necesarios. (…) Finalmente se presentan los resultados de este estudio, con el ánimo de informar sobre el impacto de las políticas y disposiciones normativas establecidas para el acceso de las personas con limitación auditiva al servicio público de televisión en Colombia.

(…)

SEGUIMIENTO DEL CUMPLIMIENTO DE LA NORMA POR PARTE DE LOS CANALES OBJETO DEL ESTUDIO SEGÚN REPORTES POR LOS CANALES Y LA CNTV AL INSOR (2004-2005)

La Resolución 802 de octubre de 2003, expedida por la Comisión Nacional de Televisión, exige semanalmente a los canales, el uso de los sistemas closed caption/texto escondido, lengua de señas y/o subtitulaje, para el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio de televisión. La programación emitida debe asegurar la presentación de la siguiente programación en términos de género:

· Un noticiero diario

· Dos programas culturales

· Un programa infantil

· Dos programas de opinión

Mensualmente se exige la presentación de la siguiente programación

· Dos largometrajes

· Dos dramatizados

Reporte 2004

De acuerdo con los informes presentados por ocho canales al grupo de seguimiento y control de proyectos del Ministerio de Comunicaciones y condensada por el INSOR en el año 2004, se reporta un total de 35 programas con el uso de alguno de los sistemas de acceso. Es importante tener en cuenta que el reporte no indica si corresponde al primero o al segundo semestre de 2004, especialmente teniendo en cuenta que la legislación agrega géneros a partir del segundo semestre de este año.

(…)

Ninguno de los canales reporta dramatizados o largometrajes. Con estos reportes se puede concluir que en los inicio de aplicación de la norma, la programación fue muy escasa y se limitaba exclusiva y explícitamente a lo contemplado en la norma según número de programas y géneros.

(…)

Reporte 2005

En el año 2005 doce canales reportan a la CNTV 102 programas en total con algún sistema de acceso. Con relación al año anterior se reporta más de un 250% de incremento del número de programas transmitidos con alguno de los tres sistemas de acceso.

(…)

CONCLUSIONES

El reto más importante para el Estado se encentra evidentemente en dos ámbitos distintos: el normativo y el educativo. De una parte se requiere reformar la normatividad actual a favor del incremento de programación closed caption y de la implementación del sistema con programación de señas, incluso con la consideración de excluir los subtítulos, dado que generan más confusión que aportes al acceso a la televisión. Los hallazgos mostraron que el cumplimiento de la normativa contemplada en la circular de la CNTV número 009 de 3 de junio de 2004, se refleja en la programación que se encontró con alguno de estos sistemas, durante el monitoreo de un mes, realizado en las 10 ciudades y en los 13 canales(…)

No se puede decir que los canales no están cumpliendo con la normatividad, dado que aplican la norma; sin embargo, el alcance de este cubrimiento es muy deficiente y no logra el fin último propuesto. No se da la misa situación con la circular 013 del 8 de septiembre de 2005, donde no se encuentra cumplimiento en lo mandado por el artículo 6 de la Resolución 1080 de 2002, en la que el Ministerio de Comunicaciones establece “de los eventos de interés para la comunidad “, ENTENDIDOS COMO “AQUELLOS CUYO DESARROLLO INTERESA A TODOS LOS HABITANTES DEL TERRITORIO COLOMBIANO, POR RAZONES DE IDENTIDAD Y REPRESENTATIVIDAD NACIONAL, CULTURAL Y SOCIAL. En la trasmisión de estos eventos se garantizará el pluralismo informativo, el acceso a la información y la posibilidad de contrastar diversas versiones de los sucesos”. Así, lo planteado en los artículos 3, 4 y 5 del Acuerdo 003 de 2002, deberá incluir cualquiera de estos sistemas de acceso a la información. Esto último se ha cumplido.

Otro aspecto que no se está cumpliendo, es el referido en el artículo 8 de la Resolución 1080 de 2002, el cual señala que las “entidades públicas que realicen campañas institucionales de publicidad en televisión sobre temas de salud, educación y otros temas de interés público”, tampoco se ha logrado en su dimensión social, dado que solamente algunos pocos mensajes institucionales tienen sistemas de acceso. Al indagarse por esta situación con los canales y la misma Comisión Nacional de Televisión, se reportó que dichos materiales audiovisuales fueron producidos originalmente sin los sistemas de acceso y que eran usados repetitivamente, sin que se introdujese el sistema de acceso. En algunos de los últimos mensajes institucionales ya se está aplicando la normatividad, pero solamente con el sistema de closed caption.

(…)

De parte de la población con limitación auditiva y la televisión, se concluyen varios aspectos. Desde la perspectiva histórica del Ministerio de Comunicaciones y el Instituto Nacional para Sordos, se constata un hallazgo importante que nos demuestra que si se está avanzando en este camino, y se puede asumir que los sistemas de acceso si han contribuido a mejorar esta situación.”

· 5 video casstettes VHS donde se observan programas televisivos de RCN, CARACOL y City Tv que cuentan con sistemas “closed caption”.

Con fundamento en la normatividad que estructura y cimienta el servicio público de televisión, la Sala concluye que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión violan los derechos colectivos al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, y los derechos de los consumidores y usuarios, pues la reglamentación que han expedido es insuficiente e ineficaz, y no garantiza su implementación efectiva, para que las personas con limitaciones auditivas puedan acceder al servicio público de televisión. 

De la audiencia de pacto de cumplimiento celebrada el 15 de febrero de 2005 y de un análisis transversal en el tiempo de las actuaciones adelantadas por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, se evidencia que la Resolución 1080 de 2002 (5 de agosto), expedida por el primero, y el Acuerdo 005 de 2003 (13 de marzo) y la Resolución 802 de 2003 (24 de octubre), expedidas por la segunda, no han contribuido en formular avances significativos que permitan garantizar el derecho a la información y los derechos colectivos de la población audio discapacitada.
Del material probatorio allegado al proceso se destaca la Resolución 1080 de 2002 (5 de agosto), por la cual el Ministerio de Comunicaciones fijó los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda, pues evidencia que la regulación en materia de acceso al servicio público de televisión, para personas audio discapacitadas, es deficiente. En efecto, los artículos 4° y 7° de dicha Resolución determinan respectivamente que los canales nacionales de operación pública y privada deben emitir al menos un (1) noticiero diario en espacios de alta sintonía y un (1) largometraje, un (1) programa dramatizado y un (1) programa infantil al mes, que incluya cualquiera de los sistemas de acceso de información establecidos para la comunidad con limitación auditiva; lo que a todas luces vulnera los derechos colectivos de los usuarios del servicio público de televisión, al establecer un margen ínfimo de información a la que deben tener acceso las personas audio discapacitadas.
Del mismo modo, el artículo 5° de la Resolución 1080 de 2002, mediante el cual se fijan los criterios  para determinar cuándo una emisión televisiva es de interés cultural e informativo, y por ende susceptible de contar con algún medio para que la población sorda tenga acceso a la misma, repite lo que el legislador estableció de manera ambigua en el artículo 21 de la Ley 182 de 1995,  al consagrar que: “la televisión de interés público, social, educativo y cultural como aquella en la que la programación se orienta, en general, a satisfacer las necesidades educativas y culturales de la audiencia” y  que “no solo serán culturales los programas producidos por entidades que están referidos a la difusión del conocimiento científico, filosófico, académico, artístico o popular, sino también aquellos cuyo contenido tenga como propósito elevar el desarrollo humano o social de los habitantes del territorio nacional o fortalecer su identidad cultural o propender por la conservación de la democracia y convivencia nacional. Los programas deportivos, recreativos de concurso o los destinados a la audiencia infantil, serán considerados culturales si sus contenidos cumplen con los requisitos establecidos en este parágrafo.”

En ejercicio de la facultad regulatoria descrita en el artículo 77 de la Constitución Política, es la Comisión Nacional de Televisión quien tiene la función de determinar las reglas para la televisión dirigida a personas con limitaciones auditivas.

En este sentido, mediante concepto de 1° de octubre de 1999 (M.P. César Hoyos Salazar), la Sala de Consulta y Servicio Civil estableció:

“Ahora bien, la Comisión tiene a su cargo la dirección de la política que en materia de televisión determine la ley, conforme lo establece el artículo 77 de la Constitución, el cual le asigna además, la facultad de regular la televisión, obviamente dentro de los lineamientos de la misma Constitución y las leyes. La autonomía de la Comisión debía estar acompañada de la facultad reguladora en su campo, para que fuera eficaz, y por ello, la Constitución le confirió dicha facultad, para ser ejercida con sujeción a las libertades consagradas en la misma Carta y a lo establecido por la ley. El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, atribuye al verbo “regular”, el significado de “ajustar, reglar, o poner en orden una cosa” y también el de “determinar las reglas o normas a que debe ajustarse una persona o cosa”,  con lo cual se deduce que dentro de la facultad constitucional que tiene la Comisión Nacional 
de Televisión de regular la televisión, de acuerdo con la ley, se encuentra la función de determinar las reglas para la televisión dirigida a personas con limitaciones auditivas, de conformidad con el artículo 55 de la ley 182 de 1995, modificado por el artículo 12 de la ley 335 de 1996, y los artículos 66 y 67 de la ley 361 de 1997.”
(Se resalta)
Ahora, según lo descrito en el artículo 66 de la Ley 361 de 1997, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones, es quien debe adoptar las medidas necesarias para garantizarle a las personas con limitación el derecho a la información.

En un mismo sentido, el artículo 17 de la Ley 982 de 2005 establece que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones y la Comisión Nacional de Televisión, debe garantizar la televisión como un servicio público a los sordos y sordociegos, para lo cual establecerán acuerdos colaborativos con los canales abiertos en el nivel nacional, regional, o local, tendientes a implementar las disposiciones establecidas en el artículo anterior; y el artículo 16 ibídem señala que en todo anuncio de servicio público en el que se utilice algún sonido ambiental, efectos sonoros, diálogo o mensaje verbal, que sea transmitido por el canal institucional del Estado, se deberán utilizar los sistemas de acceso a la información para los sordos como el closed caption o texto escondido, la subtitulación y el servicio de interpretación en Lengua de Señas, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional para tal efecto.
Es evidente que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, como entidad responsable de fijar los criterios para establecer qué programas están obligados a disponer de servicio de interpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitaciones auditivas, y la Comisión Nacional de Televisión, como organismo encargado de desarrollar y ejecutar los planes y programas del Estado en el servicio público de televisión y de 
clasificar y regular las condiciones de operación y explotación del servicio público de televisión, dentro de las que se encuentra la traducción a la lengua manual colombiana de los programas, son quienes deben garantizar a la población audio discapacitada el acceso al servicio público de televisión y a la información. 
En este sentido, mediante sentencia de 2 de marzo de 2000, (M.P. Manuel Santiago Urueta Ayola), ésta Sección determinó:

“La competencia del Ministerio de Comunicaciones, en este sentido, está dirigida a fijar los criterios para establecer qué programas están obligados a disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitaciones auditivas.  Por su parte, la Comisión Nacional de Televisión, como organismo encargado por la misma Constitución Política de desarrollar y ejecutar los planes y programas del Estado en el servicio público de televisión (arts. 76 y 77), fue investida por la ley para clasificar y regular las condiciones de operación y explotación del servicio público de televisión, dentro de las que se encuentra la traducción a la lengua manual colombiana de los programas informativos, de audiencia nacional, de interés general, culturales, recreativos, políticos, educativos y sociales (Ley 361 de 1997).”

Del Oficio DGI 2005-14, suscrito por la Directora General del INSOR, de 20 de mayo de 2005, visible a folios 727 a 732, se puede advertir que la programación actual no es suficiente para garantizar el acceso al servicio público de televisión y a la información de la población sorda, en razón a que la reglamentación del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y de la Comisión Nacional de Televisión ha sido inocua para responder a los objetivos y fines que la Constitución y la ley fijaron a fin de proteger a la población audio discapacitada, pues se ha omitido asegurar el cumplimiento por parte de los operadores y adoptar medidas para avanzar en cobertura.
No son atendibles los argumentos del recurrente en el sentido de que cumplió la orden que le fue impartida por el Tribunal, habida cuenta de que el 23 de noviembre de 2005 adelantó el proyecto de contratación directa 33 de 2005, 

con el objeto de contratar una entidad que realice un estudio de impacto para verificar el acceso que la población con limitación auditiva tiene a la información; y de que no debió reconocérsele un incentivo al actor, por cuanto no se acogió al proyecto que se formuló en la audiencia de pacto de cumplimiento; pues aun cuando no existe prueba de que el aludido estudio de impacto se hubiera realizado, éste no sería suficiente para garantizar que los derechos colectivos de la población sorda no continúen violándose, por tratarse un mero estudio y no de una actuación concreta en favor del amparo eficaz de los derechos de la población con limitación auditiva; y la negativa a aceptar una fórmula de pacto de cumplimiento no es requisito de procedibilidad para que pueda reconocérsele el incentivo al actor.

Le asiste razón al Tribunal Administrativo de Cundinamarca al haber condenado al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a la Comisión Nacional de Televisión a replantear lo dispuesto en la Resolución 1080 de 2002, el Acuerdo 5 de 2003 y la Resolución 802 de 2003, pues salta a la vista que ellas no garantizan de manera efectiva los derechos de la población audio discapacitada, en tanto que incentivan a que la prestación del servicio público de televisión sea de baja calidad.
Sin embargo, se atenderán los argumentos del recurrente, en virtud de los cuales alegó que el a quo se entrometió en la facultad reglamentaria discrecional del Ministerio cuando estableció los parámetros que debía seguir al momento de expedir la nueva reglamentación que garantice los derechos colectivos y el derecho a la información de la población audio discapacitada; razón por la cual se modificarán los numerales 2° y 4° de la sentencia apelada, en el sentido de ordenar al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a la Comisión Nacional de Televisión, que adelanten los estudios técnicos y financieros necesarios para determinar cuáles son los parámetros indispensables para garantizar eficazmente el acceso al servicio público de televisión de la población sorda, y adopten, con base en ellos, medidas que permitan asegurar el cabal cumplimiento de los objetivos y fines fijados en la Carta Política y en  las Leyes 324 de 1996
 y 361 de 1997
, 

para proteger a la población sorda y permitir su acceso al servicio público de televisión.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

1° MODIFÍCANSE los numerales 2° y 4° de la sentencia apelada, en el sentido de ordenar al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y a la Comisión Nacional de Televisión, que dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta providencia, adelanten los estudios técnicos y financieros necesarios para determinar cuáles son los parámetros indispensables para garantizar eficazmente el acceso al servicio público de televisión de la población sorda, y adopten, con base en ellos, medidas que permitan asegurar el cabal cumplimiento de los objetivos y fines fijados en la Carta Política y en  las Leyes 324 de 1996
 y 361 de 1997
, para proteger a la población sorda y permitir su acceso al servicio público de televisión.
2° CONFÍRMASE en todo lo demás la sentencia de 3 de noviembre de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.
3° En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA                 MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO          

                               Presidente

 MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ        MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
� “Artículo 4. El Estado garantizará que por lo menos en uno de los programas informativos diarios de audiencia nacional se incluya traducción a la Lengua Manual Colombiana. De igual forma el Estado garantizará traducción a la Lengua Manual Colombiana de Programas de interés general, cultural, recreativo, político, educativo y social.”


� “Artículo 66. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Comunicaciones, adoptará las medidas necesarias para garantizarle a las personas con limitación el derecho a la información. 


 Artículo 67. De acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, las emisiones televisivas de interés cultural e informativo en el territorio nacional, deberán disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitación auditiva. El Ministerio de Comunicaciones en un término de seis meses a partir de la promulgación de esta ley deberá expedir resolución que especifique los criterios para establecer qué programas están obligados por lo dispuesto en este artículo. 


La empresa Programadora que no cumpla con lo dispuesto en este artículo se hará acreedora de multas sucesivas de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes hasta que cumplan con su obligación. La sanción la impondrá el Ministerio de Comunicaciones y los dineros ingresarán al Tesoro Nacional.”


� Por la cual el Ministerio de Comunicaciones fija los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda.





� Folio 46


� Por el cual la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión define y reglamenta los sistemas que garantizan el acceso de las personas con limitaciones auditivas al servicio público de televisión


� “Artículo 67. De acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, las emisiones televisivas de interés cultural e informativo en el territorio nacional, deberán disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitación auditiva. El Ministerio de Comunicaciones en un término de seis meses a partir de la promulgación de esta ley deberá expedir resolución que especifique los criterios para establecer qué programas están obligados por lo dispuesto en este artículo.” 


� Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.





� Por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de las víctimas de la misma.





� Por la cual se crean algunas normas a favor de la Población Sorda


� Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.





� Folios 1018 y 1019


� “Por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones.” Diario Oficial 46.015 de 2005 (agosto 26)





� Sentencia de 14 de agosto de 2008, Actor: Javier Obdulio Martínez Bossa, Rad.: 11001-03-26-000-1999-00012-01, M.P. Mauricio Gajardo Gómez


� Sentencia de 5 de mayo de 1998, Actor: Fernando Sarmiento Cifuentes, Rad.: S-719, M.P. Juan de Dios Montes Hernández


� Al respecto ver, entre otras, la sentencia de 13 de septiembre de 2002 proferida por la Sección Quinta de esta Corporación dentro del expediente de acción popular num. A.P. 575.


� Sentencia de 18 de mayo de 2006, Actora:  Elcy Stella Ramirez, Rad.: 68001-23-15-000-2002-01258-02, M.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta


� “Artículo 67. De acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, las emisiones televisivas de interés cultural e informativo en el territorio nacional, deberán disponer de servicios de intérpretes o letras que reproduzcan el mensaje para personas con limitación auditiva. El Ministerio de Comunicaciones en un término de seis meses a partir de la promulgación de esta ley deberá expedir resolución que especifique los criterios para establecer qué programas están obligados por lo dispuesto en este artículo. 


La empresa Programadora que no cumpla con lo dispuesto en este artículo se hará acreedora de multas sucesivas de 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes hasta que cumplan con su obligación. La sanción la impondrá el Ministerio de Comunicaciones y los dineros ingresarán al Tesoro Nacional.” 


� Folios 132 a 135


� Sentencia de 2 de marzo de 2000, Rad.: 5290, Actora: Ana Maria Botero Sanclemente, M.P. Manuel Santiago Urueta Ayola. 


� Folios 136 a 137


� Folios 269 a 271


� Folios 224 a 242


� Folios 243 a 245


� Folio 249


� Folio 250


� Folios 333 a 356


� Folio 317


� Folios 395 a 401


� Folios 459 a 464


� Folios 473 a 477


� Folios 532 a 537


� Folios 551 a 555


� Folios 556 a 560


� Folio 657


� Folios 684 y 685


� Folios 686 a 706


� Folios 727 a 732


� Folios 755 y 756


� Folios 777 a 780


� Folios 3 y 4. Anexo 1


� Folios 5 y 6. Anexo 1


� Folios 7 a 9. Anexo 1 


� Anexo 1








� Concepto de 1° de octubre de 1999, Rad.: 1224, Actor: Ministro de Comunicaciones, M.P. César Hoyos Salazar








� Sentencia de 2 de marzo de 2000, Actora: Ana María Botero Sanclemente, Rad.: 110010324000199805290 01, M.P. Manuel Santiago Urueta Ayola











� Por la cual se crean algunas normas a favor de la Población Sorda


� Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.





� Por la cual se crean algunas normas a favor de la Población Sorda


� Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.








